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RESUMEN

La comprensión y determinación  del objeto del proceso es necesario y fundamental para comprender si las modificaciones realizadas a un hecho son esenciales y se ha quebrado algunas de las garantías esenciales del proceso, así como para determinar la vulneración al derecho de defensa y  falta de congruencia de una  sentencia realizándose  un análisis  doctrinal  sobre el objeto del proceso.

El objeto de estudio del presente trabajo está vinculado con  uno  de  los principios  que forman parte del objeto del proceso, el Principio Acusatorio es por ello que en  el primer Capítulo se comienza realizando un análisis del mismo, se define conceptualmente al objeto del proceso desde el punto de vista de diferentes posiciones doctrinales, como elemento importante para comprender el tema, asimismo se enuncian sus características y  elementos que lo conforman;   en el segundo Capítulo  se realiza un análisis del elemento objetivo del objeto del proceso penal, enunciándose las   teorías que a través de la historia han tratado de explicar los elementos que conforman al objeto del proceso,   abordándose en el Capítulo tres, la configuración dinámica del mismo  y por último se realizó un estudio  de casos y fueron aplicadas encuestas a jueces, fiscales, abogados del municipio de Cienfuegos,  con más de diez años de experiencia,  y a jueces del Tribunal Supremo Popular, cuyos resultados obran en el Capítulo IV, de la presente ponencia,  donde  se pone de manifiesto  los criterios divergentes que existen en los juristas y en la  jurisprudencia cubana  acerca del tema.


INTRODUCCIÓN

El proceso penal  está compuesto por un conjunto de principios,  de ellos los relativos a la estructura del proceso,  al objeto del proceso,  a la introducción de los hechos, a la valoración de la prueba y del régimen de los recursos, estando vinculado el tema que se desarrolla en la presente ponencia con  uno  de  los principios  que forman parte del objeto del proceso, el Principio Acusatorio,   que  nos determina  la forma mediante la cual se desarrollará el proceso y el papel que jugará en el mismo los diferentes sujetos intervinientes. En la actualidad la gran mayoría de las leyes procesales tienen incorporado un sistema de enjuiciar que se denomina sistema mixto o acusatorio formal y que en esencia se presenta como un proceso único, pero separado en dos momentos, uno de acopio del material fáctico que  servirá para fijar los límites del debate, el que está en manos de una autoridad pública, primando en esta etapa una especie de inquisitivo reformado y el segundo momento la etapa de juicio oral, la que va a estar regida por los postulados del principio acusatorio, presentándose una absoluta contradicción  entre las partes, bajo la conducción imparcial del juzgador quien presencia el debate, bajo los principios de oralidad, publicidad e inmediación  y es en esta etapa donde se dicta la sentencia. 

La comprensión y determinación del objeto del proceso es necesario y fundamental para comprender si las modificaciones realizadas a un hecho son esenciales y se ha quebrando algunas de las garantías esenciales del proceso, así como para determinar la vulneración al derecho de defensa y  falta de congruencia de una  sentencia.

La determinación del objeto del proceso, además de ser uno de los temas más controvertidos del Derecho Procesal Penal, constituye una materia de gran importancia no sólo dogmática, como es sabido, sino también con una enorme trascendencia en la práctica de los tribunales, ya que de la conclusión a la que se llegue acerca del objeto del proceso, dependerá la solución que se le dé al problema fundamental que aquí se analiza, a saber: la correlación entre acusación y sentencia.  

En nuestro país y en el mundo existe diversidad de criterios, en cuanto   a la definición del objeto del proceso  y cuales son los elementos que lo informan, polémica que podrá ilustrarse  mediante el análisis de sentencias dictadas por el Tribunal Supremo Popular de Cuba. No existiendo  actualmente Acuerdos, Instrucciones  de este órgano superior de justicia acerca de objeto del proceso.

Asimismo se profundizará sobre las consideraciones que  al respecto ha emitido el Tribunal Supremo Español, Tribunal Supremo de Cuba, y la Doctrina, así como la protección que brinda nuestra legislación al respeto  por parte del tribunal al objeto del proceso;   planteándonos como  problema de investigación el siguiente:

· ¿Cuál es la causa fundamental que dificulta a los  jueces en Cuba,  la determinación del contenido del objeto del proceso penal?

 Resulta necesario determinar cuestiones polémicas tales como:

· ¿Qué es objeto del proceso penal?, al que le damos respuesta en el argumento teórico del trabajo?

Hipótesis  de trabajo.

1. Los elementos esenciales narrados en la primera de las Conclusiones acusatorias del fiscal son los que constituyen  el objeto del proceso penal. 

2. Que los elementos importantes esenciales y no esenciales forman parte del objeto del proceso.

3. La no definición del concepto objeto del proceso penal, por la máxima instancia jurisdiccional dificulta obtener uniformidad en la práctica judicial y en las soluciones jurisdiccionales.

4. El objeto del proceso trasciende en las decisiones a tomar la aplicación de los preceptos legales de las normas sustantivas y adjetivas y en el cumplimiento del principio correlación,  imputación y sentencia.

 El estudio del objeto del proceso,  cobra importancia ya que sólo sabiendo por qué elementos está constituido el mismo, se podrá concluir si ante determinada modificación fáctica se ha producido una vulneración del principio acusatorio, del derecho de defensa o, en algunos casos, incluso de ambos a la vez.

En la práctica judicial cubana  no existe  uniformidad en la interpretación de los elementos, que  pueden o no  ser modificados por el tribunal en su sentencia, lo que resulta trascendente  para la aplicación de los preceptos de la Ley de Procedimiento Penal tales como el artículo trescientos cincuenta, trescientos cincuenta y siete y trescientos cincuenta y ocho, sin la vulneración de los principios que rigen en el proceso penal, por lo que  sin lugar  a dudas la presente investigación contribuirá a la aplicación de una justicia mejor y con mayor calidad, con respeto a todas las garantías y principios del proceso penal. Para ello nos valemos de técnicas como el estudio exegético de casos  de modo comparativo que fueron resueltos en la Provincia de Cienfuegos,  y de alguna manera se discutió el tema por alguna de las partes o el Tribunal Supremo realizó consideraciones al respecto, haciendo un estudio pormenorizado de cada uno de ellos, partiendo de lo narrado por el fiscal en sus conclusiones provisionales,  lo declarado por probado por el Tribunal y lo expresado por el Tribunal Supremo para ilustrar la  modificación sustancial o no del objeto del proceso y terminamos el estudio con una ilustración del reflejo en la jurisprudencia cubana y española  y dentro de ésta se ha seguido sobre todo a un autor concreto, como es Gómez Orbaneja, pero también en gran medida a los autores alemanes de los cuales proceden originariamente las teorías sobre el objeto del proceso o, tal y como indican ellos, sobre la identidad del hecho.


CAPITULO I: EL OBJETO DEL PROCESO PENAL.  

1. PRINCIPIO ACUSATORIO.

Como se dejó sentado en la introducción  de este trabajo el objeto del proceso y la  vinculación con este por parte del Tribunal surge con el principio acusatorio, por lo que  para entender de donde surgen  la diversidad de criterios que al respecto existe entre los procesalistas del derecho Penal en el mundo,  como antes fue enunciado, resulta dable dejar sentado que en gran medida se debe a las interpretaciones que  se han  dado, en cuanto "en qué consiste verdaderamente ese famoso principio acusatorio”.

El principio acusatorio es aquel que nos determina la forma mediante la cual se realizará el  proceso y el papel que jugarán en el mismo los diferentes sujetos intervinientes.

Características de mayor relevancia del principio acusatorio
.

1. La existencia de un acusador que reclama el juicio ante un juez imparcial, totalmente ajeno a los hechos.

2. La existencia de un acusado frente al que el juicio se pide. Podrán ser uno o varios, pero, identificados y determinados como destinatarios o sujetos pasivos de la acusación y del juicio.

3. El juez o tribunal encargado del juicio y dictar sentencia no tienen intervención previa en la instrucción o preparación de la causa y ni siquiera se ha pronunciado sobre la procedencia de conceder el juicio, a fin de que  quien  juzga se mantenga con absoluta imparcialidad.

4. Que el tribunal no extiende el juicio más allá del hecho justiciable, o hechos con él conexos, según la acusación que los haya sometido, para evitar que respecto a los no comprendidos en la acusación se venga a proceder de oficio, con vulneración de lo que es la piedra angular de todo el sistema.

5. Que el Tribunal al dictar sentencia no esté limitado por las peticiones concretas o pretensiones punitivas de las acusaciones, pudiendo, por el contrario, sacar todas las consecuencias punitivas que correspondan a los hechos justiciables previstos en las leyes penales.

 Estado actual de confusión en relación con el principio acusatorio.

En el siglo XIX el legislador afirma en la Exposición de Motivos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal  de España, que estuvo vigente en Cuba hasta el año 1973,  cuando hace referencia al artículos 733 y 851.4°), hace referencia como una excepción a las exigencias que derivan del principio acusatorio, la introducción del mencionado artículo a la ley, por lo que desde esa fecha se puede constatar  una equiparación de este principio con   sistema acusatorio formal mixto que establecía la relativa vinculación del tribunal a los hechos y a   las pretensiones de las partes. Por esta razón, Alonso Martínez, entonces Ministro de Gracia y Justicia de Alfonso XII de España  hacen una explicación del mencionado artículo  al estimar que constituiría una ruptura del principio acusatorio. Si embargo éste no se ve afectado por el mero cambio en la calificación jurídica del hecho, siempre y cuando  el hecho imputado permanezca inalterado. Precisamente de ello –del solo cambio de calificación jurídica o de aspectos meramente accidentales- es de lo que trata literalmente el artículo 733 (uso de la fórmula) no de la inclusión de nuevos hechos, ni de alteraciones fácticas tales que supongan un cambio del núcleo esencial del hecho por el que en principio se estaba desarrollando el proceso.

Para la procesalista española  Alicia González Navarro 
  la introducción de este precepto   en la legislación procesal es garantizar el derecho de defensa y la necesaria contradicción ante cualquier cambio en la calificación jurídica del hecho, en la forma de participación, circunstancias agravantes o atenuantes, formas de ejecución, etc.; pero una vez que se haya dejado clara la absoluta necesidad de dar cumplimiento a estas exigencias, hay que reconocer inmediatamente que las citadas garantías, si bien es cierto que en parte guardan relación con el principio acusatorio, no deben ser en ningún caso confundidas con éste, pues ello supondría olvidar que los distintos principios responden a diferentes fundamentos y están llamados a lograr la salvaguarda de distintas garantías.

Esta confusión de principios  se observa en los criterios vertidos por la jurisprudencia del Tribunal Supremo de España, como en la del Constitucional, así como en parte de la doctrina española. Tanto el Tribunal Supremo como el Constitucional han repetido hasta la saciedad afirmaciones como la siguiente: "la efectividad del principio acusatorio exige, para excluir la indefensión (...) Que exista identidad del hecho punible" contenido en la acusación con el que es objeto de la sentencia., así como prosigue diciendo: "El derecho a la información de la acusación, para permitir la defensa adecuada, debe referirse fundamentalmente al objeto del proceso, que no se identifica tanto con una calificación jurídica como con un hecho individualizado como delito".  Sin embargo en  las características del principio acusatorio  enunciadas en la parte inicial del presente capítulo se observa como  de acuerdo a este principio,  el Tribunal al dictar sentencia no esté limitado por las peticiones concretas o pretensiones punitivas de las acusaciones, pudiendo, por el contrario, sacar todas las consecuencias punitivas que correspondan a los hechos justiciables previstos en las leyes penales.

La procesalista Alicia González Navarro
 en este sentido concluye la evidencia de la amalgama entre principio acusatorio y derecho de defensa a la que ha dado lugar la jurisprudencia española. Así, por lo que respecta a la primera de las dos citas antes mencionadas el Tribunal Constitucional afirma que el principio acusatorio, para excluir la indefensión, exige la identidad entre el hecho acusado y aquél por el que se condena. Del principio acusatorio deriva la necesidad de identidad del hecho; sin embargo, lo que ya no es verdad es que esta exigencia de identidad tenga como finalidad excluir la indefensión, la cual se combate a través de los derechos y garantías implícitos en el derecho a la tutela judicial efectiva, que incluye el derecho de acceso al proceso penal, la obligación de informar al imputado acerca de los derechos que le asisten, el derecho a ser informado de la imputación / acusación, así como el derecho a defenderse frente a los hechos que han sido objeto de imputación gracias a la vigencia del principio de contradicción sin el cual, por otro lado, no puede haber verdadero proceso.

Y en cuanto a la segunda de las afirmaciones del Tribunal Constitucional de España a la que hacíamos referencia anteriormente,  dice que el derecho a ser informado de la acusación "no se identifica tanto con una calificación jurídica como con un hecho individualizado como delito", lo cual no nos parece correcto, pues, para excluir la indefensión (ahora sí), el acusado habrá de ser informado sobre cualquier cambio de calificación jurídica que se quiera dar al hecho  siempre que la calificación que se pretende dar sea más grave que  la inicialmente imputado. 

1.1  LA SUPUESTA VIGENCIA DEL PRINCIPIO ACUSATORIO EN LA FASE DE

INSTRUCCIÓN DEL PROCESO PENAL.

La idea de la aplicación del principio acusatorio a la fase de instrucción descansa sobre el legítimo fin de dotar al inculpado de mayores garantías durante la citada fase, sin embargo esto no guarda relación con el contenido del principio acusatorio, el cual, en realidad, sólo tiene vigencia en la fase de juicio oral, no antes. Por lo demás, estamos obviamente de acuerdo con la idea de introducir en la instrucción todas las garantías posibles, pero esto se puede lograr de igual modo llamando a cada derecho o garantía por su nombre y no echando siempre mano del calificativo acusatorio.

La fase preparatoria del juicio por esta función meramente preparatoria no  puede negársele su carácter procesal, sin perjuicio del carácter no jurisdiccional de las actuaciones que durante esta fase tienen lugar. No obstante esta atribución de carácter procesal, como hemos dicho, la vigencia del principio acusatorio no se proyecta sobre la fase de instrucción, sino sólo sobre la de enjuiciamiento, que es la que constituye el verdadero proceso. Y ello es así porque es precisamente en esta fase de juicio oral donde la imparcialidad del órgano jurisdiccional ha de quedar garantizada de forma efectiva, siendo éste, como ya hemos dicho, el objetivo que ha de alcanzar el principio acusatorio con su vigencia.

1.2  OBJETO DEL PROCESO PENAL.

El objeto del proceso penal es la materia y tema que en él se va a discutir y ha de ser decidido por el Juez. La comprensión y determinación del objeto del proceso es necesario y fundamental para comprender  la vulneración del principio acusatorio antes enunciado,  que es el soporte del presente  trabajo.

Al determinar el objeto del proceso es preciso considerar el sentido en el cual es empleado pues por objeto podemos entender, tanto el fin hacia el cual tiende algo, como aquello acerca de lo cual versa algo.

Cuando se toma en cuenta el primero (el fin hacia donde tiende algo), podemos delimitar el objeto del proceso desde dos puntos de vistas diferentes según  tengamos en cuenta el proceso como ente abstracto, abarcador de un conjunto de situaciones iguales o como un proceso particular. En el primer caso el objeto del proceso abstracto es el ejercicio de la función jurisdiccional del Estado hacer justicia, o sea garantizar la realización del derecho material, en el segundo caso, el objeto del proceso particular es asegurar a propósito de hechos específicos, el cumplimiento de las normas que informan el correspondiente derecho material, es decir el objeto resuelve  la pretensión jurídica sostenida por el Ministerio Público de que se dicte una sentencia en relación con un hecho cometido por acción o por omisión contra el responsable del mismo.

En el sentido de aquello sobre el cual versa algo, el objeto del proceso es un hecho de comisión u omisión realizado por una o más personas cuya comprobación se efectúa por instrucción policíaca y que tendrá como consecuencia que se deduzcan de él las consecuencias jurídicas pertinentes.

Por lo polémico que resulta la determinación de los elementos del objeto del proceso y cuales de ellos pueden ser o no modificados a lo largo del acto de juicio oral, se realizó un estudio de las consideraciones que al respecto han emitido diferentes procesalistas, centrándonos fundamentalmente en España al ser ésta nuestra mayor fuente doctrinal y en Alemania por el desarrollo que en ese país tiene el derecho procesal penal.

1.2.1 Definiciones conceptuales de objeto del proceso penal.

Existen diferentes posiciones doctrinales que no resultan coincidentes sobre que es el objeto del proceso.

1-Una posición establece que el  objeto del proceso son los hechos que han sido base de la acusación.

2-La otra considera al objeto, no solo como los hechos sino al universo de cuestiones que resultan inmutables y que abarca la calificación de los hechos y la pena.

Para Fenech
 los hechos y sus respectivas pruebas aparecen en los dos grandes del proceso, el introductoria y el proceso decisorio, regido por el principio contradictorio de los hechos sufre variación, en primer termino para determinar si es posible o no decretar la apertura a juicio oral y una vez decretado esta, las partes deben seleccionar de entre los hechos sumariales, aquellos que influyen en la determinación de la responsabilidad penal y civil del imputado plasmándolo en sus escritos provisionales y en el juicio oral debe procederse a la fijación del objeto concreto y esto se lleva a cabo por medio de actas de petición. 

Para Emilio Gómez Orbaneja y Vicente Herce Quemada
, el objeto de cada concreto proceso, es aquello de que se acusa en el a una persona y sobre lo que versa la actividad judicial y ha de pronunciarse la sentencia, es un hecho considerado como delito o falta y no una determinada figura delictiva, ni una determinada consecuencia penal .

Para Montero Aroca
, el objeto del proceso es solo el hecho punible o contenido fáctico del debate y el respeto de los elementos que integran la pretensión punitiva constituyen lo que él llama objeto del debate en el juicio oral.

Gimeno Sendra
 señalaba al respecto: ’’El objeto del proceso penal esta constituido por el (thema decidendi), es decir, por las acciones u omisiones delictivas sometidas a juicio, o lo que es lo mismo, sobre los hechos enjuiciados en cuanto son delictivos  y sobre las consecuencias penales que de estos derivan para los sujetos inculpados. Simplificadamente se puede hablar del (hecho penal) como objeto del proceso penal, siempre que se advierta que son actos de las personas enjuiciadas los que se juzgan, actos concretos con trascendencia antijurídica”.

La jurisprudencia del Tribunal Supremo Español define por objeto del proceso lo siguiente: es el hecho punible que necesariamente ha de contener la  calificación de los acusadores, de forma que el Tribunal no pueda rebasarlos conformándolos de forma distinta y puede modificarlos pero solo en el sentido favorable al reo, sin que en consecuencia pueda “crear relatos históricos”, porque sin los hechos establecidos como fundamento de la acusación no cabe defensa, ni consecuentemente puede el órgano judicial extraerlo del material obrante en la causa. (Sentencia veinticinco de octubre de mil novecientos ochenta y nueve.) 

Ernest Beling
  procesalista Alemán:”El objeto procesal es el  asunto de la vida (causa, res) entorno del cual gira el proceso y cuya resolución (mediante decisión sobre el fondo) constituye la tarea propia del proceso’’. 

Leonardo Prieto-Castro y Ferrándiz
 significó: el primero o genuino objeto del proceso penal, su materia, es el acto o hecho que ha de ser enjuiciado en el, confrontándolo con los tipos establecidos en la ley penal. Y en cuanto a la pretensión punitiva nacida del ius puniendi (o derecho a castigar que pertenece al Estado y hace valer ante los tribunales) es ejercitado en consideración o por causa de ese acto o hecho, dícese también que tal pretensión compone el objeto del proceso penal. 

Como se aprecia estos procesalistas se afilian indistintamente a las posiciones doctrinales que inicialmente se hizo referencia, en mi opinión  quedan claras dos cosas: primera, que es ciertamente el hecho que se considera delito el objeto exacto del proceso y segunda que no es sólo este hecho el objeto del proceso, sino que también van a formar parte de él, otras circunstancias o hechos concomitantes al hecho delictivo.

1.2.2  Aspectos de objeto del proceso.

1. Tiene que ser absolutamente necesario, constituye la razón de ser del proceso mismo. Es la relación jurídica que nace cuando se ha cometido un hecho reputado como delito.

2. Da su fundamento al proceso de hecho y de derecho, al determinar el tema sobre el que habrá de desenvolverse el proceso, delimitando el hecho acaecido concreto perseguido, debiendo ser el mismo a lo largo de las diferentes etapas.

3. Es fundamental, lo que quiere decir que si en el proceso surge  y tienen vida otras relaciones jurídicas, estas tienen un carácter accesorio, puesto que solo pueden deducirse y existir mientras subsista el objeto fundamental.

4. Es de carácter público, porque la relación jurídico penal que en el se investiga tiene ese carácter, aspecto del cual se derivan principios de gran importancia tales como: la no disponibilidad del objeto del proceso, la inmutabilidad del objeto del proceso, los que más adelante serán  definidos.

1.2.3  Características del objeto del proceso.

1) El objeto del proceso es inmutable, es el mismo a todo lo largo de su desarrollo y esta inmutabilidad debe producirse en un doble sentido.

- Por una parte el hecho   que supone constituye la infracción normalmente, debe ser el mismo durante todo el proceso, aún y cuando la hora y el lugar sean diferentes a los señalados inicialmente y esta diferencia conduzca a variar una circunstancia de agravación o la calificación final del hecho, no obstante existen diferentes posiciones en este aspecto toda vez que hay juristas que consideran que la hora, el lugar,  forman parte de los hechos y no son elementos circunstanciales, lo que se pudo constatar de las encuestas realizadas.

-  Por otra parte, es claro que si se ha cometido un hecho que se supone es una infracción y éste es imputado a una persona que no lo cometió, aún cuando tal cosa no aparezca más que en el resultado final del juicio,   la infracción queda intacta  y otra persona deberá ser  perseguida por ella, pero recíprocamente la persona  inicialmente procesada y juzgada no podrá ser sancionada.

2) El objeto del proceso es indivisible en el sentido de que aún cuando se considere que un mismo hecho constituye más de una infracción, él constituye una unidad, lo cual conlleva a las siguientes consecuencias jurídicas, quien lo cometió no puede ser juzgado más de una vez por él, en virtud del  principio universal del derecho,  non bis in ídem.

3) La identidad consigo mismo del objeto del proceso: el objeto debe continuar siendo el mismo durante todo el proceso en su doble aspecto fáctico y personal. Un hecho no puede ser sustituido por otro, ni una persona por otra. Esta identidad del hecho y del inculpado determina el alcance de la cosa juzgada e incluso de tal identidad depende exclusivamente  la congruencia del fallo  con la acusación.

Habiendo definido los aspectos y características  del objeto del proceso estamos en condiciones  de analizar los elementos que lo conforman.

1.2.4 Elementos que conforman el objeto del proceso penal.

Para el desarrollo de este aspecto  resulta necesario dejar sentada la diferenciación entre el objeto del proceso en sentido amplio y en sentido estricto,  toda vez que,   al  primero,  lo conforman tanto los elementos esenciales –o  sustanciales- como los accesorios o meramente adjetivos, mientras que cuando se alude al objeto del proceso en sentido estricto, se está haciendo referencia a aquel núcleo esencial del hecho en el cual sólo tienen cabida sus elementos esenciales, los cuales, puede adelantarse ya, son los únicos que van a vincular de forma absoluta al órgano jurisdiccional. Por este motivo, éstos serán, a mi juicio, los únicos elementos que van a tener relevancia a efectos del principio acusatorio.

Tal y como se mantiene de forma mayoritaria en la doctrina, los elementos que constituyen el objeto del proceso son dos: por un lado, el elemento subjetivo, referido a la persona a quien se imputan los hechos, y por otro lado, el elemento objetivo, constituido precisamente por los hechos que han puesto en marcha el proceso. Uno y otro serán  objeto de estudio a continuación.

1.2.4.1 Elemento subjetivo
La determinación del elemento subjetivo del objeto del proceso no va a representar, en principio, mayor problema. Tan esto es así que hay incluso autores que han mantenido la inutilidad de esta división entre elemento objetivo y elemento subjetivo del objeto, que suele llevarse a cabo en la doctrina científica, ya que no puede haber identidad en los hechos si no hay identidad del sujeto
, por lo que esta última debería ir incluida en el estudio de la primera.

Sin perjuicio de lo acertada que pueda ser esta idea, en este trabajo, tal y como por lo demás también hace la mayoría de la doctrina, va a llevarse a cabo esta distinción entre ambos elementos, pues creo que de ella sólo puede derivarse una mayor claridad en la exposición del tema objeto de estudio.

· Parte acusadora

Como es sabido, y a diferencia de lo que sucede en el ámbito civil, en el proceso penal la exigencia de identidad en el elemento subjetivo a efectos de la correlación entre acusación y sentencia y cosa juzgada, sólo hace referencia a la parte acusada en el proceso, y no a la parte que represente a la acusación. Esta circunstancia deriva de la vigencia en el proceso penal del principio de oficialidad y del carácter público de la acción penal, estableciendo  la Constitución de la República en el artículo 121 y el artículo doscientos setenta y tres de la Ley de Procedimiento Penal de Cuba que la acción penal para los delitos perseguibles a instancia de oficio la ejercerá el fiscal  y en los delitos privados exclusivamente mediante la querella del perjudicado.
· Parte acusada

Por lo que respecta a la persona acusada, ésta sí va a ser un verdadero elemento identificador del objeto del proceso en su sentido estricto. A diferencia de los problemas que se presentarán cuando se proceda a analizar el elemento objetivo o, más concretamente, el hecho.

En este sentido, no importa que desde un principio no se determine de forma inequívoca quién es el sujeto sobre el cual va a recaer la mera sospecha de la comisión de los hechos supuestamente delictivos. Precisamente éste va a ser uno de los objetivos de la fase de investigación, sin embargo una vez en la fase de juicio oral las cosas van a ser distintas, ya que aquí se procede in personam, y si a lo largo del juicio oral se llegase a la conclusión de que la persona contra la cual se ha dirigido la acusación no sea la que en realidad ha cometido los hechos por los que se procede, sino por ejemplo un testigo que se declara culpable durante el proceso, o cualquier otra persona sobre la cual recaiga sospecha. En este caso habrá de dictarse sentencia absolviendo a la persona que en principio había sido acusada, mientras que en relación con el nuevo inculpado habrán de promoverse nuevas diligencias de investigación de los hechos, ya que, como se ha dicho, no podrá ser acusado si previamente no ha sido instruido de cargos.

En nuestro país  en respeto a la identidad del elemento subjetivo específicamente la figura del acusado cuando puede ocurrir un cambio de identidad durante el acto de juicio oral, la Ley de Procedimiento brinda solución en el artículo 351,  al disponer que cuando deban responder  del hecho sustancialmente imputado otras personas contra quienes no se haya abierto juicio oral, el tribunal de oficio o a instancia de la parte acusadora, dispondrá de nuevas diligencias de prueba o alguna sumaria de instrucción suplementaria, lo que se le comunicará al fiscal por escrito para su práctica y asimismo   el artículo 352  regula que una vez terminada la mencionada instrucción el fiscal puede solicitar que se continúe el juicio oral o retrotraer el proceso al trámite de calificación de conclusiones provisionales brindando así  la posibilidad de incorporar a otras personas al proceso, pero después de previa investigación e instrucción de cargos.

1. 2.4.2  Elementos objetivos
En este lugar es donde surgen los mayores problemas a la hora de delimitar el objeto del proceso. Y es que, como habrá ocasión de exponer, algunos de los elementos objetivos que van a analizarse conforman la pretensión penal o lo que se ha denominado como objeto del proceso en sentido amplio, mientras que otro de estos elementos objetivos se caracterizará por ser el único que va a constituir el objeto del proceso en sentido estricto, es por ello que por la importancia que tiene su comprensión le fue destinado un capítulo del trabajo para su estudio.

CAPÍTULO II ELEMENTO OBJETIVO DEL OBJETO DEL PROCESO.
El estudio se comenzará a partir  del elemento objetivo relativo al hecho para poder llegar a establecer lo más nítidamente posible el núcleo esencial del objeto del proceso, del cual, depende el alcance del principio acusatorio. La determinación de este elemento ofrece una gran dificultad, ya que se trata de establecer un concepto de hecho que rija con carácter general para todas las constelaciones fácticas que se puedan imaginar.  Partiendo de la base, de que el objeto del proceso en su aspecto objetivo, está constituido por el hecho que haya dado lugar al desarrollo del proceso penal,  que como se dejó sentado en el capítulo anterior  existen diferentes posiciones doctrinales y ahora se analizarán las distintas teorías con el fin de averiguar cuál va a ser ese hecho que constituya el objeto del proceso.

 Los distintos autores que se han ocupado del tema han intentado así dar solución a la siguiente interrogante: ¿cuándo se puede afirmar, con carácter general, que se está ante un mismo hecho o, por el contrario, ante dos hechos idénticos? Esta cuestión relativa a la posibilidad de establecer una regla o criterio general que determine cuándo hay identidad de  hechos y consiguientemente, de objeto, ha preocupado durante mucho tiempo a la doctrina procesal, y ello, como ya se ha dicho anteriormente, no sólo por motivos meramente teóricos, sino porque se trata de un problema que, como frecuentemente se ha afirmado, "domina en profundidad y extensión toda la teoría general del proceso penal" 
. Ello no obstante, ha habido autores que han mantenido la imposibilidad de establecer un criterio general que dé respuesta a esta interrogante, afirmando que la concurrencia o no de la identidad habrá de determinarse según las circunstancias del caso concreto que se estudie. 

A continuación, se van a estudiar las distintas teorías que han surgido acerca del  objeto del proceso, para poder entender la postura tomada por la jurisprudencia y legislaciones penales en torno al  tema.

2.1 TEORIAS ACERCA DEL OBJETO DEL PROCESO.

2.1.1 Teoría natural del hecho

El hecho que ofrece interés para la delimitación del objeto del  proceso no está constituido por un hecho jurídico, es decir, no es aquél que, con carácter general y abstracto, constituya uno de los tipos incluidos en la Parte Especial del Código Penal. Se trata, por lo tanto, de un factum, no de un crimen
. Es precisamente a la doctrina naturalista a la que corresponde el mérito de haber formulado tal afirmación, la cual hasta este punto constituye una gran aportación a la ciencia del proceso penal. Según esta teoría, sólo se tiene en cuenta el hecho en su sentido natural o puramente histórico, por lo que, consiguientemente, se desecha todo tipo de referencias al delito o a la calificación jurídica que se le dé al hecho objeto de enjuiciamiento.

2.1.2  Teorías normativas del hecho
La doctrina alemana, desde finales del siglo XIX, comenzó a acotar el concepto de hecho natural o histórico mantenido hasta ese momento de forma mayoritaria por los autores. Para esta labor se valió de criterios normativos, es decir que, aún partiendo del hecho natural como elemento fundamental para la delimitación del objeto del proceso, los autores defensores de esta corriente normativa, lo que hacen es descomponer el concepto jurídico-sustantivo del hecho en sus diferentes elementos para encontrar el criterio que vienen buscando para poder establecer, basándose en aquéllos, una regla de validez general,  gracias a la cual pueda determinarse cuándo nos hallamos ante dos hechos idénticos, y cuándo ha de negarse tal identidad
.

Para poder llegar a dar esta regla de validez general, es necesario partir de la idea del núcleo esencial del hecho. Así, cualquier acontecer histórico con relevancia jurídica se caracteriza por tener un núcleo duro o concepción naturalista como "muy vaga y vacía de contenido", coincide en llamar la atención sobre los problemas que presenta la concepción naturalista para explicar el concepto de hecho en el ámbito de los delitos de omisión, Gómez Orbaneja  ha expuesto magistralmente esta teoría normativa, por lo que, a lo largo de estas líneas, se sigue – como por otro lado ya se habrá podido adivinar- la aportación del citado autor, esencial, el cual, si es alterado o modificado, habrá de concluirse que no estamos ante el mismo hecho, sino que se trata ya de uno nuevo. En esta línea de pensamiento y partiendo de la tesis introducida por Beling en el seno de la doctrina alemana relativa a que hay que complementar la teoría naturalista por medio de la referencia a los tipos penales contenidos en el Código Penal, Liu lleva a cabo una laboriosa distinción entre lo que él denominó, por un lado, los elementos sustantivos y, por otro, los elementos adjetivos del hecho concreto que se analice
. Los primeros son los que, en rigor, constituyen el objeto del proceso, y por lo tanto, será precisamente este núcleo esencial el que únicamente tenga relevancia a efectos del principio acusatorio. 

Por lo que se refiere a los elementos adjetivos, éstos no delimitan, en el sentido estricto o técnico a que se acaba de hacer referencia, el objeto del proceso. Puede decirse, sin embargo, que sí cumplirían la función de integrarlo y, como tal, constituirían lo que se ha denominado en otro lugar  de este trabajo el objeto del proceso en sentido amplio, el cual, como ya se ha dicho, sí podría ser equiparable con la pretensión penal. Estas circunstancias de carácter adjetivo no van a ser de gran interés por lo que se refiere a la delimitación del principio acusatorio, pero sí habrán de ser observadas en relación con el derecho de defensa, en su vertiente de derecho a conocer la acusación y del principio de contradicción, el cual es inherente al proceso mismo. Por lo tanto, se ve claramente la gran importancia que ha de atribuírsele a dichos elementos accidentales; sin embargo, no por ello puede olvidarse que no tienen nada que ver con el principio acusatorio. 

Solamente cuando a lo largo del juicio oral sean modificados los elementos sustantivos que constituyen el núcleo esencial del hecho, podrá afirmarse que ha habido cambio de objeto, el cual, eventualmente, requerirá la incoación de un nuevo proceso. Por lo demás, las alteraciones o modificaciones de elementos de carácter adjetivo sólo requerirán que se le brinde a la parte a que pueda afectar tal modificación la posibilidad de defenderse y de contradecirla, en caso necesario.

Ya se ha dicho anteriormente que, a pesar de que hay que partir de una perspectiva naturalista para poder delimitar el hecho objeto del proceso, también habrá que prestar atención a los elementos normativos de los tipos contenidos en el Código penal, debido a los errores a que, en caso contrario, nos conduciría la teoría naturalista. Pues bien, precisamente estos elementos normativos junto con el hecho histórico o natural del que se ha partido, son los que constituyen el objeto normativo –ese núcleo esencial del que se ha venido hablando- que va a ser el único de interés para la solución de las cuestiones que aquí se plantean,  así  los elementos normativos en que se ha basado la doctrina para llevar a cabo esta delimitación del hecho en sentido procesal, son dos: en primer lugar (también por lo que se refiere al aspecto cronológico), el elemento referido a la actividad, es decir, los actos de ejecución típicos y en segundo lugar, el contenido material del injusto, o bien jurídico lesionado. 

2.1.3 Teorías normativas relativas a la actividad típica.

Beling- desarrolla la idea  acerca de  la necesidad de recurrir a las normas penales de carácter material para poder efectuar correctamente la identificación del hecho, Liu mantiene en su obra que, de todos los elementos normativos que componen un tipo penal, solamente uno de ellos se caracterizará por dominar o sobresalir frente a todos los demás: se trata del elemento relativo a la actividad. Tras establecer la clasificación de la cual se ha dado cuenta anteriormente, distinguiendo entre elementos sustantivos y adjetivos, el citado autor solamente le atribuye carácter sustantivo al elemento relativo a la actividad, mientras que todos los demás girarán a su alrededor como meros elementos adjetivos que califican al sustantivo
.

El objeto normativo, según esta teoría, estará constituido por ese núcleo básico o esencial al que ya se ha hecho referencia. Tal núcleo básico puede hallarse repetido en otros tipos delictivos que, por esta razón, se denominarán homogéneos, y esto es precisamente lo que hace posible que el órgano jurisdiccional, cumpliendo con su deber –derivado de los principios de legalidad y de oficialidad- de conocer y enjuiciar los hechos que han sido objeto de acusación en toda su extensión, pueda pasar de una calificación jurídica a otra sin que por ello haya alterado el objeto del proceso en este sentido estricto que se está estudiando. Este núcleo esencial constituido por los actos de ejecución típicos de cada delito va a ser el único elemento –junto con el subjetivo relativo a la persona acusada- al que el órgano jurisdiccional va a quedar vinculado verdaderamente o, podría decirse incluso, de forma inmediata. Y éste, en la teoría de Liu, es justamente el elemento sustantivo. Todos los demás elementos a los que se ha atribuido el carácter de adjetivos, sólo vincularían al juez de una forma mediata, es decir, a través de "algo", y ese algo va a ser precisamente el elemento actividad o el hecho en su sentido normativo.

La efectividad del principio acusatorio exige para excluir  cualquier tipo de indefensión, que el hecho objeto de la acusación permanezca inalterables, y que el hecho dado por probado constituya el supuesto fáctico  de la calificación de la defensa y la otra condición consiste en la homogeneidad de los delitos objeto de la condena  y objeto de la acusación, esta teoría ha sido desarrollada en España y en este sentido el Tribunal Constitucional de España,  en  la Sentencia ciento treinta y cuatro de mil novecientos ochenta y seis  de veintidós  de octubre, declaró que la casación en vía penal cumple también la función de velar por el derecho a la tutela judicial efectiva en su más amplio sentido, estableciendo que la vinculación entre la acusación y fallo, de acuerdo a la doctrina, debe ser referida a la identidad del hecho punible y considera "inocuo el cambio de calificación si existe homogeneidad, entendida como identidad del bien o interés protegido... en cuanto que la homogeneidad se produce por existir porciones comunes en lo acaecido en la calificación que se sustenta". En esta sentencia el Tribunal Constitucional Español  declara que se entiende por delitos homogéneos,  cuando sea el mismo hecho y que ambos delitos sean de la misma naturaleza, aclarando  que para determinar esta homogeneidad no basta la coincidencia en el bien jurídico protegido.

Por su parte el Tribunal Supremo Español en Sentencias de siete de febrero de mil novecientos noventa,  y  de ocho de marzo de mil novecientos noventa y uno,  definen que la identidad del bien jurídico protegido entre el delito de la acusación y el de la sentencia no es suficiente para entender que no se produce vulneración del principio acusatorio cuando el delito difiere esencialmente en la configuración de la acción,  considerado que son delitos homogéneos el robo con fuerza en las cosas y el robo con violencia; el robo con fuerza en las cosas y el hurto de uso; las amenazas y las coacciones; la falsificación y el uso de documento falso; la violación y los abusos deshonestos y corrupción de menores. Sin embargo ha declarado que no son delitos homogéneos el delito de robo y el de receptación; la estafa y la receptación; el tráfico de drogas y contrabando; contrabando y estafa; estafa y alzamiento de bienes, etc.

2.1.4 Teorías normativas relativas al bien jurídico protegido.

Como se ha visto, gracias a un criterio normativo común, concretamente el relativo a la actividad, podemos pasar de un delito o de una calificación jurídica a otra sin que el objeto normativo del proceso sufra modificación alguna. Sin embargo, como ya se ha adelantado en otro lugar, este criterio no puede aplicarse más allá de los supuestos de autoría, ya que desde el momento en que sea necesario pasar, no de una calificación jurídica de los hechos a otra que resulte ser homogénea
, sino por ejemplo de la figura de autor del delito a una forma de participación, como puede ser la de haber sido cómplice para la comisión del mismo delito, los actos de ejecución típicos o el elemento actividad, ya no van a ser los mismos si se comparan los del autor con los de un partícipe o los de un encubridor.

No obstante, con respecto a esta última figura citada todavía habrán de hacerse algunas observaciones. Debido a esta insuficiencia del elemento normativo relativo a la actividad, ha de buscarse un criterio válido que pueda ser aplicado en aquellos casos en los que se pretenda pasar de una forma de participación a otra, así como a la autoría y al encubrimiento. 

La doctrina ha considerado que tiene que haber identidad, al menos parcial, en los elementos de ejecución típicos para que se pueda afirmar que nos hallamos ante los mismos hechos, fue el de buscar el elemento común entre los dos conjuntos de hechos o constelaciones fácticas que constituyan el objeto de nuestra comparación. Dichos objetos de comparación estarán contenidos –a los efectos de determinar si existe correlación entre acusación y sentencia-, por un lado, en el escrito de calificaciones provisionales y por otro, en la sentencia.

Pues bien, para resolver los problemas que se plantean ahora relativos a la necesidad de cambiar de la autoría a una forma de participación, de ésta a otra o al encubrimiento, se va a proceder de la misma manera: buscar el nexo común existente, en este caso, entre la ejecución o autoría material de la acción típica y la mera participación en ella.

De esta forma es como llegamos al elemento relativo al bien jurídico protegido o, más concretamente aún, al bien jurídico lesionado. Aunque ya desde el siglo XIX Von Kries había propuesto este elemento, junto con el de la actividad, para abandonar la concepción estrictamente naturalista del hecho
 fue Schwinge
 el que posteriormente lo desarrolló. Según este último autor, hay que distinguir dos tipos de identidad del hecho: en primer lugar, la que se refiere a aquellos supuestos en que la identidad, total o parcial, de los actos de ejecución del tipo suponen también que haya identidad de hecho o de objeto, y en segundo lugar, un grupo de supuestos entre los que el único elemento común a los dos conjuntos de hechos que se comparan es que la acción se dirige "contra el mismo bien jurídico". El primer supuesto quedaría cubierto por la teoría que se ha desarrollado en el apartado anterior, mientras que precisamente para el segundo supuesto había que encontrar un criterio que complementase al de la actividad. 

En definitiva, se concluye que habrá identidad del hecho:

1°) cuando haya al menos identidad parcial entre los actos de ejecución típicos; 

2°) y en los supuestos en que, no dándose esta primera identidad, sí coincide el elemento relativo al contenido material de lo injusto
.

Este doble criterio de identificación del hecho que constituye el objeto del proceso penal es, por lo tanto, el único que va a permitir establecer una regla general de identificación. Y ello porque hay que concluir, como ya ha dicho Cortés Domínguez
, que mantener "que el hecho queda identificado por la conducta es no decir nada", ya que, sin su resultado, la acción no tiene sentido, lo cual se desprende también de la circunstancia de que el Código Penal, como regla general, castigue resultados y no meras conductas.

Además de combatir uno de los problemas con el que habían de enfrentarse las tesis naturalistas puras, cual es el de la imposibilidad de establecer un criterio general de identificación del hecho objeto del proceso, el doble criterio normativo de identificación que se defiende aquí logra acotar los efectos de la cosa juzgada material en relación con determinados supuestos en los que, de otra forma, el agotamiento de la acción generaría unas consecuencias difícilmente compaginables con el principio de justicia material que ha de perseguir el proceso penal. En cuanto a la cuestión relativa a si ambas identidades han de concurrir necesariamente de forma conjunta, parece que resulta obvia la respuesta negativa, ya que precisamente se ha tenido que recurrir al criterio de la identidad del bien jurídico lesionado, porque previamente se había constatado que el relativo a la actividad era insuficiente y por lo tanto no solucionaba los supuestos de la participación. Por ello, lo correcto será exigir bien la identidad al menos parcial de la acción típica, o bien la identidad relativa al bien jurídico lesionado, según el caso concreto y sin perjuicio de que, en ocasiones, sí se pueda afirmar la concurrencia de ambas identidades
. 

Por lo que respecta al derecho alemán, aquí las cosas son bastante distintas. A pesar de que, como se ha dicho, fue la doctrina de este país la que, partiendo de la teoría naturalista del hecho, introdujo los criterios normativos de identificación del objeto del proceso, la jurisprudencia del Bundesgerichtshof ha seguido con carácter general los postulados naturalistas, manteniendo en concreto que el objeto de la sentencia está constituido por el hecho histórico en su conjunto que se contiene en el auto de apertura del juicio oral, incluyendo todas aquellas circunstancias fácticas que, relacionadas con dicho hecho histórico, formen con él una unidad natural, entendida ésta según la concepción de la vida. 

2.2  LA CALIFICACIÓN JURÍDICA DE LOS HECHOS.

Es cierto que al reflexionar por primera vez sobre esta cuestión relativa al carácter vinculante, o no, del elemento constituido por la calificación jurídica, es fácil caer en el error de pensar que es obvio que la calificación jurídica hecha por la acusación ha de vincular al tribunal sentenciador, ya que, como mantiene Gómez Orbaneja
, "a los distintos delitos corresponden distintos supuestos de hecho y por consiguiente distintos actos de ejecución". A ello debe añadirse también la circunstancia relativa a que, obviamente, el hecho que interesa a efectos del proceso penal es aquél con relevancia jurídico-penal, como ya se ha dicho anteriormente. Ello no obstante, tal afirmación no debe llevar a la confusión acerca de los elementos que constituyen el núcleo esencial del objeto del proceso penal. Y es que, a pesar de que sí es menester reconocer que la calificación jurídico-penal que se dé a los hechos tiene relevancia, por ejemplo, a efectos de la competencia del órgano jurisdiccional, la legitimación, tipo de proceso a incoar, etc., no es menos cierto que dicha calificación no va a tener trascendencia a efectos de delimitar el núcleo esencial del objeto del proceso, ni consiguientemente, del principio acusatorio, siempre que a este principio no se asimile la garantía constitucional relativa al derecho a ser informado de la acusación, que es precisamente lo que sucede de forma generalizada en la jurisprudencia del Tribunal Supremo Español, donde el principio acusatorio y el derecho de defensa "forma(n) una amalgama", de manera que uno y otro resultan inseparables.

Por lo tanto, lo único que vincula al órgano jurisdiccional son los hechos que las partes traen al proceso y no la calificación que de ellos se haya hecho en la acusación, debido a la vigencia del principio iura novit curia en el proceso.

Ley Número Cinco de Procedimiento Penal de Cuba en el apartado  seis  del propio artículo define: -cuando se haya dictado sentencia en la que se requiere el cumplimiento de los artículos trescientos cincuenta  y trescientas cincuenta y siete, sin haberse observado las formalidades a que los mismos se contraen.

En la Ley de Enjuiciamiento Criminal que estuvo vigente en Cuba hasta mil novecientos setenta y nueve, en el apartado tres del artículo setecientos treinta y tres,  regulaba como motivo de la casación cuando se sancionaba en la sentencia por un delito de más grave que el que había sido objeto de la acusación, si el Tribunal no hubiera procedido previamente como determinaba el artículo setecientos treinta y tres, denominándose incongruencia por exceso, con la entrada en vigor de la nueva Ley de Procedimiento Penal, este artículo sufrió modificación toda vez que, ésta no es la única hipótesis de incongruencia que recoge el artículo trescientos cincuenta y siete de la Ley de Trámites Penales vigentes al establecer lo siguiente su párrafo segundo:

En la sentencia no se puede sancionar por un delito más grave que el que haya sido calificado por la acusación, apreciar circunstancias agravantes no comprendidas en la misma, ni tampoco la participación de un acusado en concepto que lleve consigo mayor gravedad que el la acusación haya sostenido; agravar el concepto de la concepción en cuanto al grado de realización del delito, ni imponer sanción más grave que la solicitada por la acusación. No obstante si el Tribunal hubiese hecho uso de la fórmula a que se refiere el artículo trescientos cincuenta, podrá dictar sentencia conforme al contenido de la misma. En este sentido se ha pronunciado el Tribunal Supremo de Cuba, por ejemplo la sentencia correspondiente a la Causa doscientos treinta y siete del año dos mil uno de la Sala Penal Primera del Tribunal Provincial Popular de Cienfuegos.

CONSIDERANDO:  Que habiendo imputado el fiscal un delito de Hurto de Carácter Continuado, por el cual pedía se impusiese al acusado Cinco Años de privación de libertad y la Sala calificó por separado cada uno de los distintos hechos delictivos imputados, convirtiéndolos en cinco delitos independientes e impuso una sanción de ocho años de privación de libertad, indiscutiblemente  agravó la situación del acusado, al dejarlo indefenso sin someter a debate el criterio de dicho órgano juzgador, ya que para calificar como lo hizo introduciendo cinco delitos donde el fiscal imputaba uno solo, aunque acusándolo de cinco hechos, tenía que hacer uso de la fórmula del artículo trescientos cincuenta de la ley de Procedimiento penal, para poder variar de esta forma la calificación.

La jurisprudencia del Tribunal Supremo Español  ha elaborado una doctrina general en relación con aquellos elementos que tienen eficacia delimitadora del objeto del proceso. Según esta doctrina habrá dos elementos del escrito de acusación que van a vincular al tribunal a la hora de dictar sentencia, a saber: el hecho por el que se acusa, y la calificación jurídica hecha por la acusación estableciendo una serie de excepciones en las que el tribunal no se verá obligado a mantener la misma calificación. Concretamente, estas excepciones hacen referencia, por un lado, a supuestos de homogeneidad anteriormente mencionados "que supongan tal semejanza que impida la posibilidad de indefensión", y por otro, a aquellos casos en que el tribunal, haciendo uso de la "facultad" que le atribuye el artículo 733 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de España se  desvincule de la calificación jurídica que hubiese formulado la parte acusadora en sus conclusiones definitivas. De la interpretación del anterior precepto  la calificación jurídica no forma parte de ese núcleo esencial del objeto del proceso, y esto es precisamente lo que posibilita que el órgano jurisdiccional, a la hora de dictar sentencia, pueda cambiar la calificación de los hechos que se juzgan, debido también a la vigencia en el proceso de las máximas iura novit curia y daha mihi factum et ego tibi ius. La necesidad de establecer excepciones como las del carácter homogéneo de los delitos o la de la utilización de la tesis del artículo 733 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal  de España para sostener, salvo en estos supuestos acabados de citar, el carácter vinculante de la calificación jurídica.

El Tribunal Supremo Español mantiene una línea jurisprudencial constante en la que afirma la existencia de una vinculación estricta entre la sentencia y la calificación jurídica de la acusación, estableciendo que la sentencia ha de ser congruente con tal acusación sin introducir ningún elemento nuevo del que no hubiere existido antes la posibilidad de defenderse
.

En cuanto a la vinculación del Tribunal con la calificación jurídica hecha por la acusación y restableciendo que no se puede condenar por un delito distinto, salvo supuestos de homogeneidad entre lo solicitado por la acusación y lo recogido por el Tribunal que suponga tal semejanza que impida la posibilidad de indefensión, porque todos los aspectos de la sentencia pudieron ser debatidos, además pone como condición que la pena tiene que ser de menor gravedad que la inicialmente solicitada.

La Sentencia  ciento treinta y cuatro de mayo de mil novecientos ochenta y seis del Tribunal Supremo Español declaró: "La identidad del bien jurídico entre la acusación y la defensa. De tal forma no hay indefensión si el acusado tuvo ocasión de defenderse de todos y cada uno de los elementos de hecho que compone el tipo de delito señalado en la sentencia, aún y cuando cambie la calificación pues existe Identidad del bien o interés protegido y siempre que la pena impuesta no sea de mayor gravedad que la postulada por la acusación.

El alcance y contenido de la homogeneidad lo explica la sentencia de veintiuno de junio de mil novecientos noventa y uno:

"Esta dicotomía entre lo pedido por quien acusa y lo resuelto por el órgano juzgador, tiene distinta incidencia según se trate de delitos cuya tipología de igual o muy parecida en los elementos componentes de la acción primaria (Robo con Fuerza, Hurto, Homicidio, Asesinato), pero aún teniendo una apariencia de similitud por contener algún requisito común (ánimo de beneficiarse de lo ajeno, su base esencial de comisión sea totalmente diferente y así por ejemplo los delitos de apropiación indebida y de estafa, en el que el sustrato principal del primero está constituido por el abuso de confianza, mientras en el segundo es requisito esencial es el engaño.

La jurisprudencia Española en reiteradas sentencias ha establecido que no existe homogeneidad entre el Robo y la Receptación. SSTC 165/88, 165/90, 62/88. Además ha declarado que tampoco hay homogeneidad entre los delitos de  Estafa y la Receptación, Tráfico de Drogas y Contrabando, la Estafa y el Alzamiento de los bienes.

En Cuba ha sido practica sostenida por los Tribunales Provinciales y el Tribunal Supremo Popular en sancionar a acusados que se le venía imputando delitos de Hurto, o Robo Con Fuerza por  el delito de receptación, lo que significa un cambio total del objeto del proceso, por lo  que aunque esta nueva calificación favorece al acusado, se introduce un nuevo hecho del que no se defendió el mismo debiendo ser la solución correcta la absolución, la instrucción de cargo por el delito de receptación, esta polémica pudiera ser  resuelta si el fiscal sostuviera conclusiones alternativas,  y el trámite de calificación definitiva, optara por la quedó probada, no obstante la dificultad mayor para sancionar por el segundo delito radica cuando el acusado ha negado cualquier tipo de participación y no reconoce haber tenido participación en ningún hecho antijurídico, porque el análisis pudiera ser diferente si este desde el inicio del proceso ha estado reconociendo ser el autor de un delito de receptación y en esos términos ha planteado su defensa, entonces  ¿sería prudente  absolver y volver a echar andar todo un aparato judicial solo porque no coincide con el objeto de la acusación?.  Como se puede  evidenciar el tema es bastante polémico porque gira su análisis entre las disquisiciones teóricas y la practica judicial.

En  nuestro país el  concepto de delitos homogéneos no está reconocido institucionalmente aunque el Tribunal Supremo, en la sentencia número cinco mil setecientos veintiocho de fecha veinte de septiembre de mil novecientos ochenta y dos razonó:

CONSIDERANDO:-.... Que la Sala de instancia erró la calificación del delito de asesinato al estimar que persistía la condición de cónyuge de cada miembro de la pareja aún después de su disolución; pero no equivocó en esencia la calificación asesinato, porque el hecho, en la forma en que fue ejecutado, es típicamente alevoso, y aunque el fiscal no haya invocado la facultad que le otorga el artículo trescientos cincuenta de la ley de procedimiento Penal, es lícito practicar la calificación a tenor del artículo doscientos sesenta y tres, apartado b del Código Penal, por las circunstancias, condiciones, y demás datos de la ejecución del hecho, fueron objeto del debate penal porque aparecen recogidos en el pliego de cargos del acusador, y en el artículo trescientos cincuenta no puede erigirse en obstáculo de la justa aplicación de la ley mediante una interpretación que el precepto no tolera y repudia el sano sentido de la justicia...

Otro aspecto a  tener  en cuenta  en la relación de subsidiaridad que puede existir  en una figura delictiva, en los elementos que la componen, caracterizándose porque unas infracciones son residuales respecto a otros, la acusación por el hecho punible más grave contendrá la imputación de la infracción residual.   Esto ocurre por ejemplo en figuras delictivas como el Robo Con Fuerza que comprende la violación de domicilio, de manera tal que si fracasa la imputación principal se podrá condenar por la subsidiaria o residual. 

También en  Cuba existen sentencias que claramente respaldan esta relación de subsidiariedad ejemplo de esto es la sentencia doscientos cuarenta de treinta de mayo de mil novecientos sesenta y nueve, y que obra en el Boletín  del Tribunal Supremo Popular,  del año IV, número tres, de mayo  y junio del año mil novecientos sesenta y nueve.

CONSIDERANDO: Que no puede ser aceptada la tesis de que al variarse la calificación legal de los hechos imputados se deje en estado de indefensión al procesado y de ello derive la consecuencia de estarse en presencia de una circunstancia posterior a la ejecución del delito que obsta a su sanción; pues el objeto de la sentencia penal es un hecho individualizado, considerando en el acta de acusación como delictivo, no un tipo determinado de delito ni una consecuencia jurídico penal; lo que significa que el principio acusatorio no exige vinculación de la sentencia a la calificación jurídica de la acusación, produce indefensión cuando al hacerse la modificación se caiga en el marco estricto de una incongruencia por exceso, al sancionarse por un delito más grave que el que haya sido objeto de imputación, si el Tribunal  no hubiera procedido como indica   el artículo trescientos treinta y tres de la Ley de Enjuiciamiento  Criminal, o se lesiona el principio acusatorio, mutando en forma fundamental el hecho delictivo acusado; pues habiendo  identidad de hecho, el objeto del proceso no cambia, aunque se modificado el fundamento jurídico  de la pretensión penal, puesto que ésta no es más que una solicitud que tiene una finalidad informativa u orientadora para determinar el contenido de la sentencia, pero no vinculante. Los hechos probados son esencialmente los imputados por el Ministerio fiscal, apareciendo redactados en la sentencia como si hubieran sido copiados literalmente, sin que se advierta otra diferencia  que la de no haber admitido la Sala de Audiencia que el procesado concibiera el propósito de yacer con la menor; lo que por otra parte nada significa porque esa expresión constituye la intención o elemento subjetivo del agente y no puede considerarse como un hecho.

CONSIDERANDO: Que tampoco se puede aceptar la alegación de que el delito imputado, imperfecto de violación y el calificado, de coacción, sean diametralmente diferentes, pues, aunque ambos tengan objetividades jurídicas distintas, lesionan la libertad de determinarse obrar según los propios motivos, puesto que, en la coacción, se constriñe a una persona a que haga y ejecute alguna cosa  que no quiere realizar espontáneamente , o deje de hacerla, y la violación no es más que una coacción dirigida a satisfacer el apetito sexual fuera de los cauces  normales, o sea, a través de la fuerza o la intimidación. La coacción es de los delitos denominados en la doctrina como subsidiarios, o sea, de los que constituyen un medio supletorio para sancionar conductas de grave intensidad, que lesionan la libertad de determinar sin objetivos específicos, como en el de violación, en  que se ataca la libertad de disposición carnal, es decir de elegir el sujeto de la actividad sexual.  También, ambos delitos tienen semejantes elementos objetivos y subjetivos, aunque varíe el normativo y el subjetivo tenga una finalidad específica; por ello y además, como la Audiencia estimó que no se había exteriorizado de manera clara la intención criminosa del procesado, actuó dentro del ámbito legal, aplicando el apartado D, del artículo veintiséis del Código de Defensa Social, ya que la sanción impuesta por el delito de coacción favorece ampliamente al enjuiciado en relación con la que interesaba el Fiscal.

Las modificaciones en la calificación jurídica que lleve a cabo el órgano jurisdiccional habrán de mantenerse siempre en el marco del núcleo esencial del hecho por el cual se procede, ya que éste es el objeto que se ha sometido al juicio del órgano jurisdiccional. Desde el momento en que el hecho inicialmente introducido por las partes en el juicio oral se altere de tal modo que tenga que reconocerse que nos hallamos ante un hecho distinto, o se introduzcan hechos nuevos que por sí solos podrían constituir el objeto de un proceso penal distinto, tales alteraciones o nuevos hechos no podrán ser, obviamente, introducidos en el juicio por el tribunal. De lo contrario se produciría una vulneración del principio acusatorio en la concepción estricta que a lo largo de este trabajo se pretende defender de tal principio.

Todo ello además de la también probable infracción de las exigencias que garantiza el derecho de defensa, relativas a la necesidad de ser informado de la acusación y a la posibilidad de contradecirla. Ante esta situación, y a diferencia de lo que sucede en la Strafprozessordnung alemana, la cual prevé en su la posibilidad de formular un escrito de acusación adicional o Nachtragsanklage ante la entrada de nuevos hechos en el proceso, la única solución que ofrece nuestro ordenamiento es la contenida en el artículo 351 de la Ley de Procedimiento Penal, donde se regula la posibilidad de suspender el juicio oral "cuando revelaciones o retractaciones inesperadas produzcan alteraciones sustanciales en los juicios, haciendo necesarios nuevos elementos de prueba o alguna sumaria instrucción suplementaria". 

Y en segundo lugar, de la cuestión que aquí nos planteamos relativa al carácter, en nuestra opinión, no vinculante de la calificación jurídica hecha por la acusación, no debe en ningún caso concluirse que cuando el órgano jurisdiccional, en el ejercicio de la potestad jurisdiccional que tiene encomendada, cambie tal calificación de los hechos no esté obligado a informar a las partes de tales alteraciones. En este sentido, hay que recordar que una cosa es que por el mero cambio de calificación jurídica no se vulnere el principio acusatorio, cuando tal cambio no haya afectado a lo que constituye el núcleo esencial del objeto del proceso, y otra cosa distinta es que tal alteración de los elementos que hemos denominado adjetivos o accesorios no deba ser comunicada a las partes del proceso, en aras del derecho de defensa y, más concretamente, de su faceta relativa al derecho a ser informado de la acusación.

En este lugar se  advierte el acierto de nuestra Ley de Procedimiento Penal cuando en su artículo 350 hace referencia a que "...el tribunal desea que el Fiscal y los defensores ilustren al tribunal sobre aspectos que pueden agravar la situación del acusado”.
Por otro lado en la sentencia cinco mil seiscientos cincuenta y tres, de fecha de once de diciembre del año mil novecientos ochenta, del Tribunal Supremo de Cuba, expresó que el Tribunal al adicionar en la sentencia, hechos nuevos  no imputados por el Fiscal, de los que no pudo defenderse el acusado, y que integran un delito más grave, lo que no podía hacerse ni siquiera con el uso de la fórmula, por lo que infringió un principio esencial  del sistema acusatorio. 

2.3 LA PETICIÓN DE PENA.

Otro de los aspectos  como antes se ha dejado sentado que se discute en  la doctrina y la jurisprudencia española,  es la vinculación del tribunal  con el petitum de la pena solicitada por el fiscal,  existiendo varios criterios al respecto,  algunos consideran que el Tribunal no puede imponer una pena más grave, y otros que el Tribunal puede imponer la pena procedente dentro de los límites impuestos en los tipos penales y las reglas para la adecuación que establece  la ley.

La otra posición,  parte  de entender,   la vinculación del Tribunal al máximo de la  pena  pedida por la acusación, sin que el arbitrio del Tribunal pueda superar el quantum de la pena,  al ser el ministerio público el encargado de procurar ante los tribunales el interés social.

 Algunos juristas interpretaban de que cuando la Ley establecía que no se podía agravar la sanción se refería a que no podía imponer otra sanción de privación de  libertad superior en extensión sin hacer uso de la fórmula, aunque la impuesta estuviese dentro del límite fijado en la Ley Penal Sustantiva.

En Cuba esta cuestión  fue esclarecida por el Tribunal Supremo desde la vigencia de la Ley de Enjuiciamiento Criminal había resuelto interpretando el artículo setecientos treinta y tres de dicha Ley, doctrina que fue mantenida por el propio Tribunal después del Triunfo de la Revolución lo que se puede observar en la Sentencia número mil ciento dieciocho  de   veinticinco de Octubre de  mil novecientos setenta y cuatro,  del Tribunal Supremo de Cuba.

Considerando: Que el artículo trescientos sesenta y dos  de la Ley de Procedimiento Penal dispone que los Tribunales no podrán imponer sanciones más graves que las solicitadas por la acusación sin haber hecho uso de la fórmula prescrita en el artículo trescientos cincuenta y cinco del propio cuerpo legal; pero tal restricción hay que entenderla en relación con las sanciones de distintas especies y desigual severidad, y no afecta la facultad de aquellos para aplicar la medida justa de la sanción dentro del limite mínimo y máximo de una especie penal determinada, que es la forma en que se concreta y realiza el arbitrio judicial, por lo que debe rechazarse el primer motivo del recurso por quebrantamiento de forma, el que al amparo  del artículo  setenta y uno, en su apartado seis  de la ley de Procedimiento Penal, se alega que se ha violado el primero de los preceptos mencionados a razón de que habiendo el fiscal solicitado sanción de cuatro años de privación de libertad para el acusado, el Tribunal impuso seis.

 En la Sentencia cincuenta y  siete  de veintisiete  de Mayo de mil novecientos diecinueve del Tribunal Supremo Popular de nuestro país definió que no puede decirse que se pena un delito más grave aunque el Tribunal adopte distinta calificación que la acusación, si ambas calificaciones se fundan en un mismo hecho y la pena impuesta es menor.

El Código Penal cubano establece en sus artículos veintisiete y cuarenta y siete reglas de adecuación general,  por lo que cuando la pena solicitada por el fiscal no reúne  estos requisitos debe el Tribunal en respeto al principio de legalidad, subsanar este error no haciendo necesario informar de esta decisión a las partes cuando se trata de aumentar la cuantía de la pena, por estar dentro de las facultades del arbitrio judicial, si resultando obligatorio la aplicación del artículo trescientos cincuenta como ordena la ley procesal cubana, cuando se varia la cualidad de la pena,  protegiéndose así el derecho de defensa,  al tener la posibilidad  las partes de emitir sus criterios y el tribunal valorarlos al momento de la discusión  y deliberación, discordando  con lo que señala Gimeno Sendra
, al referirse a la vinculación cuantitativa del escrito de acusación y la Sentencia condenatoria que: "el Ministerio Fiscal, como representante de la sociedad, y el ofendido,  que valoran respectivamente la lesión producida por el delito en la esfera social y en la personal o patrimonial, son partes cualificadas para señalar al Tribunal el tiempo máximo de la individualización de la pena", y añade: "la petición de pena por parte del acusador refleja la reacción social frente al delito y el castigo que la sociedad espera. Otorgar más de lo que esta demandado es ser ultra retribucionista lo que tampoco es deseable".


CAPITULO Ill  CONFIGURACIÓN DINÁMICA DEL OBJETO DEL PROCESO PENAL.
3.  ACTOS DE INICIACIÓN DEL PROCESO: LA DENUNCIA Y LA QUERELLA.

En cuanto a los actos de iniciación del proceso, nos interesa la circunstancia relativa a que a través de ellos se pone en conocimiento de la autoridad policial, fiscal o judicial la existencia de una notitia criminis o posibilidad de comisión de un hecho delictivo. En este sentido, se plantea inmediatamente la cuestión de si a través de dicha puesta en conocimiento de la noticia delictiva ante las autoridades competentes, es decir, a través de la sola interposición de la denuncia o de la querella, se está introduciendo ya el objeto sobre el que eventualmente va a versar el ulterior proceso penal. No se trata de una cuestión baladí
, ya que de ella va a depender no sólo la determinación del acto o resolución que vaya a servirnos de referencia para responder a la problemática de la correlación entre acusación y sentencia.

 Por medio de la denuncia como de la querella se introduce el hecho que va a constituir el objeto del proceso, lo cual parece lógico si tenemos en cuenta que nos hallamos ante actos por medio de los cuales se incoa un proceso penal, el cual, en cualquier caso ha de basarse en un hecho
. Bien es verdad que a lo largo del proceso puede incluso negarse la existencia del hecho mismo, o su irrelevancia a efectos penales, pero es que como ya dijo Beling
, inicialmente nos hallamos ante acontecimientos hipotéticos de la vida, cuyo carácter jurídico-penal también va a ser hipotético, y tan sólo con el desarrollo del proceso quedará establecido tanto si los hechos efectivamente tuvieron lugar, como su relevancia a efectos penales.

Sin embargo, enseguida hay que tener en cuenta que, a pesar de lo evidente que resulta la afirmación del párrafo anterior, ésta adolece de una falta de precisión, por lo que inmediatamente habrá de ser matizada. A lo largo de la instrucción habrá de irse concretando aquello que definitivamente vaya a constituir el núcleo esencial del objeto del proceso, tanto desde el punto de vista objetivo como subjetivo.

 El hecho por el que inicialmente se incoa el proceso habrá de irse integrando durante el desarrollo del mismo, pero en concreto, durante la fase de instrucción pueden incluso añadirse al procedimiento ya iniciado nuevos elementos  tanto objetivos como subjetivos- de carácter esencial, y que por sí solos podrían conformar un nuevo objeto del proceso, pero que a través de la institución de la conexión quedan incluidos en el proceso ya abierto con el fin de preservar tanto la denominada continencia de la causa como el principio de economía procesal. En este sentido, durante la fase de investigación no sólo podrán añadirse a la causa ya en curso nuevos hechos por conexión subjetiva, sino que también podrá procederse contra nuevas personas por conexión objetiva de conformidad con lo establecido en el apartado cinco del artículo 13 de la Ley 5  Ley de Procedimiento Penal.

En cuanto a esta circunstancia que acabamos de comentar, llaman la atención las diferencias que separan a la fase de investigación (ya sea el sumario del proceso ordinario o las diligencias del proceso abreviado) de la fase de juicio oral. Como es sabido, en esta última no puede procederse en ningún caso contra personas que no hayan sido previamente procesadas o, en definitiva, imputada judicialmente. Esto es lo que sucede en cuanto al elemento subjetivo del objeto del proceso, y por lo que se refiere al objetivo, durante el juicio oral sólo pueden introducirse nuevos hechos cuando se den los presupuestos del artículo 349 de la Ley de Procedimiento Penal,  en el expresamente se prohíbe modificar la primera de las conclusiones del fiscal cuando ello no suponga incluir elemento o circunstancia que implique alteración sustancial del hecho originalmente imputado.

Como conclusión en relación con esta problemática, por medio de los actos de iniciación del proceso, es decir, por medio de la notitia criminis se introduce el objeto del proceso, no obstante no es menos cierto que se trata de una delimitación de tal objeto que no tiene carácter ni mucho menos definitivo.

En esta etapa se pone manifiesto el principio de intimación  que es el  que da lugar al derecho de todo imputado a ser instruido de cargos, es decir, puesto en conocimiento de la acusación, desde el primer momento -incluso antes de la iniciación del proceso contra él, por ejemplo por parte del Ministerio Público-. Es obligación de todas las autoridades que intervienen en el proceso de  instruir de cargos y advertir de sus derechos constitucionales a todo imputado, mediante una relación oportuna, expresa, precisa, clara y circunstanciada de los hechos y sus consecuencias legales.
3.1. Los escritos de calificación provisional o de acusación y defensa. 

En esta etapa se da cumplimiento al  principio de imputación que no es más que  el derecho de todo acusado a una acusación formal. Necesariamente debe cumplirse a cualquiera que se pretenda someter a un proceso. Es, pues, deber del Ministerio Público de  individualizar al imputado, describir detallada, precisa y claramente el hecho de que se le acusa, y hacer una clara calificación legal del hecho, señalando los fundamentos de derecho de la acusación y concreta pretensión punitiva. 

Imputación necesaria
: es necesario que exista algo de que defenderse, es decir que se atribuya a la persona haber hecho u omitido hacer, en el mundo fáctico, con significado en el mundo jurídico, que se conoce como imputación. La imputación debe ser una afirmación, clara, precisa y circunstanciada de un hecho concreto, con lenguaje descriptivo y referido al pasado, que permita afirmar o negar en cada caso o agregar otros hechos que en conjunto con los afirmados, excluyan o aminoren la significación  penal. La imputación no debe comprometer al tribunal que juzga, esto es, no debe partir de el, para conservar la imparcialidad y evitar toda sospecha de parcialidad, todo compromiso con la hipótesis acusatoria que conforma el objeto del procedimiento. 

La acusación del Ministerio público fiscal es el acto procesal que ejemplifica con mayor claridad la exigencia que tratamos. Ella debe contener además de la identificación del imputado, una relación clara precisa y circunstanciada del hecho que se le atribuye. El defecto de la misma acarrea su nulidad e ineficacia. Así una acusación correcta es el presupuesto de un debate válido y éste, a su vez, de una sentencia válida. 

Nadie puede defenderse de algo que no conoce, es por eso que el próximo paso, a fin de garantizar el derecho del imputado a ser oído, consiste en ponerlo en conocimiento al encausado de  la imputación correctamente deducida; darle a conocer  a este aquello que se le atribuye, lo que  se conoce técnicamente bajo el nombre de intimación. Esta intimación debe reunir las mismas características de la imputación y los distintos ordenamientos procesales – en tanto el derecho no sólo se posee respecto de la sentencia definitiva sino también respecto de decisiones interlocutorias—obligan a cumplir formalmente con la intimación en diferentes oportunidades desde el comienzo del procedimiento (declaración del imputado, procedimiento intermedio y debate).

De la misma manera que la falta de una imputación precisa y circunstanciada, la falta de intimación y la inobservancia en ella de las reglas estudiadas conduce a la privación del derecho a ser oído y, con ello, de la facultad de influir eficientemente, por esa vía, en la decisión respectiva; lesionándose el derecho de defensa. 

A nuestro juicio, los escritos de calificación provisional del proceso ordinario constituyen el instrumento con respecto al cual tanto las conclusiones definitivas como la sentencia que recaiga en el proceso habrán de guardar una correlación fáctica.

Hablamos aquí de correlación en un sentido estricto, es decir, en el sentido de que ha de afirmarse la identidad entre los hechos que constituyen el núcleo esencial del objeto del proceso contenido en las calificaciones provisionales y aquellos contenidos en la sentencia. Por supuesto, no es necesario que se dé una perfecta identidad en los hechos, ya que con el desarrollo del juicio oral todavía habrán de concretarse muchas circunstancias fácticas de carácter accidental que, obviamente, deberán ser debatidas en el juicio para que no resulte lesionado el derecho de defensa, pero que ya no afectan al objeto del proceso en sentido estricto y, en consecuencia, tampoco al principio acusatorio.

En la ciencia procesal penal alemana, donde, en  el § 264 Strafprozessordnung  en  su párrafo primero  determina expresamente que "el objeto de la sentencia es el hecho designado en la acusación tal y como se presente tras el resultado de la vista.

En nuestra Ley de Procedimiento Penal no existe ningún precepto que defina que es el objeto del proceso y su contenido,  al solo recoger el artículo 278 los aspectos que debe contener las conclusiones provisionales y en el inciso a) solo hace alusión a  “los hechos sancionables que resulten de las actuaciones”, sin especificar los elementos que en esa descripción debe hacer el ministerio público.

El verdadero proceso penal se inicia en el trámite de calificación, con el ejercicio de la acción penal. El proceso penal comporta siempre una contienda, es decir, para que se llegue al juicio oral y a su culminación con la sentencia, necesariamente tiene que producirse una imputación, de la que se defiende el acusado.

El debate penal es la discusión legítima establecida sobre la infracción legal imputada por medio de la pretensión punitiva, en la cual figuran, de una parte el Fiscal como titular de la acción penal pública o el acusador particular, por excepción, y de la otra el acusado, representado por su defensor y la que se desarrolla anta el Tribunal competente,  que al resolverla restaura el derecho quebrantado.

Se formaliza y desarrolla posteriormente el juicio oral, alrededor de los hechos cometidos en la primera de las conclusiones provisionales de la acusación o escrito de calificación, independientemente de la calificación jurídica. 

De lo anterior se deduce la relevancia que se atribuye al momento procesal en que el Fiscal tiene a su cargo evacuar el trámite de calificación, es decir, elaborar el escrito o pliego acusatorio y que de acuerdo con lo que se establece en la Ley de Procedimiento Penal equivale a formular conclusiones provisionales, en este caso acusatorias.

3.1.1 Elaboración del escrito de conclusiones provisionales acusatorias. 

Los artículos 278 y 279 de la Ley de Procedimiento Penal cubana  constituyen el fundamento legal del trámite procesal que constituye la elaboración del escrito de conclusiones provisionales, pues establecen el modo en que deben formularse dichas conclusiones, qué elementos deben contener y cómo sostener la acción civil derivada del delito y el artículo 280 se refiere a la proposición de pruebas, debiendo ceñirse el Fiscal a la hora de elaborar el escrito acusatorio a lo establecido en estos preceptos.

Luego se formulan las peticiones correspondientes a la Sala que resulte competente para conocer de los hechos. Esto resulta imprescindible pues al no participar el Tribunal en el aseguramiento de los acusados, no conoce su situación procesal hasta que el Fiscal eleva las actuaciones con la solicitud de aperturas a Juicio Oral.    
3.1.2  Conclusiones definitivas. 

En España existe dentro de la doctrina un amplio y significativo sector de autores que, como ya se ha apuntado, mantienen que el objeto del proceso en lo que concierne al elemento objetivo. En este sentido, se ha señalado que los autores que mantienen la existencia de una pretensión penal coinciden también en afirmar que las conclusiones definitivas son el instrumento a través del cual queda finalmente establecida dicha pretensión, la cual, a su vez, va a constituir el objeto del proceso, mientras que, por otro lado, hay otro grupo de autores que rechazan la existencia de pretensión penal en el proceso de carácter punitivo, los cuales, a su vez, defienden la aptitud de los escritos de calificación provisional de cara a la fijación con carácter definitivo del hecho que vaya a constituir el objeto de la sentencia y del proceso.

Los autores partidarios de la existencia de una pretensión en el proceso penal coincidan también en mantener que el objeto del proceso sólo queda determinado una vez llegado el trámite de las conclusiones definitivas estos autores identifican aquello que constituye el objeto del proceso con la pretensión penal, la cual, a su vez, incluiría no sólo los hechos, sino también la calificación jurídica y la petición de pena -es decir, que la pretensión penal en este sentido equivale a lo que aquí se ha venido denominando como objeto del proceso en sentido amplio; por lo tanto, si parten de esa premisa, que nosotros no compartimos, es lógico que el siguiente paso a dar sea el de afirmar que la pretensión, y por consiguiente el objeto del proceso, sólo queda deducida una vez formuladas las conclusiones definitivas.

El problema de esta solución aparece cuando se quieren establecer los términos de la vinculación a que queda sometido el órgano jurisdiccional a la hora de dictar sentencia, y es que si esta corriente doctrinal mantiene la equivalencia entre el objeto del proceso penal y la pretensión, entonces también parecería lógico concluir que el órgano jurisdiccional queda vinculado por la calificación jurídica y la petición de pena propuesta por la acusación.

De esta manera puede observarse cómo en las conclusiones definitivas lo que queda establecido es el objeto del proceso en sentido amplio antes estudiado. Sin embargo, lo que debe tenerse en cuenta a efectos del principio acusatorio, es el objeto del proceso en sentido estricto, tal y como se ha venido estableciendo a lo largo de este trabajo. Sólo éste, es decir, el hecho, va a ser lo que vincule al órgano jurisdiccional, pues tanto de la calificación jurídica como de la pena propuesta por las partes podrá desvincularse, eso sí, claro está, dándole a éstas posibilidad material de defenderse y de contradecir la nueva tesis formulada por el tribunal de oficio.

Se plantea, además, la siguiente cuestión: si el objeto del proceso sólo queda definido a través de las conclusiones definitivas, entonces todo parecería indicar que el juicio oral, incluida la práctica de la prueba, se ha celebrado sin que en realidad se supiese cuál era su verdadero objeto, el cual sólo se averiguará en el trámite de las conclusiones definitivas. 

En España tanto en la doctrina como en la jurisprudencia se aduce con frecuencia que afirmar que el objeto del proceso queda conformado en los escritos de calificación provisional equivale a dejar sin sentido todo lo actuado en el juicio. No  estando de acuerdo con este argumento esgrimido por el Tribunal Supremo Español. Pues el juicio oral y toda la actividad probatoria que en él se despliega son fundamentales. Y además, gracias a toda esta actividad va a poderse integrar de una forma más completa el objeto del proceso. Lo que aquí se defiende es que la esencia de éste ya estaba contenida desde los escritos de calificaciones provisionales. Asimismo, no se puede decir que el juicio oral y la práctica de la prueba dejan de tener sentido, pues antes de ésta es verdad que, a mi juicio, están determinados ya los hechos que se van a enjuiciar, pero en ningún caso consta si al acusado se le va a condenar o a absolver por dichos hechos, por lo que el juicio oral sigue conservando una importancia vital.

Otro argumento en contra de las conclusiones definitivas como momento a partir del cual queda delimitado el objeto del proceso se obtiene a raíz de un examen del derecho comparado. Así, por lo que se refiere al derecho alemán, como ya se ha expuesto anteriormente
, la doctrina sólo se plantea el problema del momento en que queda establecido con carácter definitivo el hecho objeto del proceso en relación con el escrito de acusación o el auto de apertura de la vista principal. Nada se dice de momentos posteriores. Y desde el punto de vista del texto de la ley, no se prevé ninguna institución similar a la de las conclusiones definitivas de nuestro ordenamiento procesal penal, de lo cual se puede concluir que, si realmente se contuviese en ellas el objeto del proceso por primera vez con carácter definitivo, tendría que tratarse entonces de un trámite de obligada existencia también en el proceso penal alemán, recogiéndose  solamente los informes finales. Tampoco el Nuovo Codice di Procedura Penale italiano de 22 de septiembre de 1988 regula un trámite que pudiese equivaler al de nuestras conclusiones definitivas. Solamente el artículo 523 relativo al svolgimento della discussione hace referencia a la formulación de las respectivas conclusiones de las partes, pero, a pesar de la coincidencia en cuanto a la expresión "conclusiones", este acto parece guardar también, al igual que sucedía en el proceso alemán, más relación con los informes finales, tras los cuales se procede  a dictar sentencia.

Por todas estas dificultades que hemos visto se plantearían en la práctica y sin perjuicio del gran respeto que nos inspira la tesis y los argumentos tan consistentes de los autores anteriormente citados, hemos de concluir reiterando que nos parece más convincente afirmar que el hecho o hechos objeto del proceso se fijan con carácter definitivo desde los escritos de calificación provisional, no pudiendo dichos hechos (en el sentido de núcleo esencial del objeto del proceso, es decir, hechos en sentido normativo) ser alterados a lo largo de todo el juicio oral, salvo que se den los presupuestos previstos en el artículo 349   de la Ley de procedimiento Penal de Cuba necesidad que surge de formular nuevo escrito  acusación sin embargo,  el núcleo esencial habrá de quedar inalterado hasta la misma sentencia que de fin al proceso.

Es por ello  que al acudir el  imputado informado de objeto del proceso,  no resulta lícito que el  fiscal durante el desarrollo del acto de juicio o el Tribunal al dictar sentencia,  lo sorprenda con una alteración sustancial de los hechos para la que no pudo articular una defensa adecuada,  en franca vulneración del principio de contradicción, la sentencia solo podrá versar sobre el hecho y las circunstancias que contiene la acusación, que han sido intimadas al acusado y por consiguiente sobre aquellos elementos de la imputación acerca de las cuales él ha tenido la oportunidad de ser oído, lo que implica vedar que el fallo se extienda a hechos o circunstancias no contenidas en el proceso, por lo que no se  puede de modo sorpresivo traer a su relación de hechos probado nada extraño a la calificación de la parte acusadora, tema sobre el cual más adelante será retomado.

3.1.3 Objeto eventual del proceso penal: la pretensión civil acumulada

Si bien es cierto que la materia relativa a la pretensión civil acumulada al proceso penal no constituye el objeto central de nuestro estudio, nos parece interesante hacer una breve referencia a este sistema de conexión de causas, así como a determinadas cuestiones que se plantean en la práctica y que no deben confundirse. Conviene advertir que no procederemos a un estudio ni mucho menos exhaustivo de este tema que, por otro lado, podría ser objeto de una obra monográfica, sino que, por el contrario, sólo se trata de intentar clarificar algunos aspectos relacionados con la pretensión civil acumulada al proceso penal y la cuestión de si también en cuanto a este aspecto rige el principio acusatorio y la garantía de la correlación entre acusación y sentencia.

3.1.3.1 . Algunas generalidades. Ventajas e inconvenientes de la acumulación.
Como es sabido, la idea de acumular la pretensión civil que nace del delito al proceso penal, proviene del derecho francés, concretamente del Code d'instruction criminelle de 1808. En él se inspiraron no sólo el legislador español del siglo XIX a la hora de regular esta materia, sino también los de otros países del denominado entorno romano
 y en  el proceso penal alemán desde 1943.

En España  y en Cuba  la acumulación al proceso punitivo de la pretensión civil nacida del ilícito penal constituye la regla. Esta práctica frecuente se debe a la regulación favorecedora de la acumulación llevada a cabo por la Ley de Enjuiciamiento Criminal, cuyo artículo 112 establece que "ejercitada sólo la acción penal, se entenderá utilizada también la civil, a no ser que el dañado o perjudicado la renunciase o la reservas expresamente...".  El artículo 275 de la Ley de Procedimiento Penal en Cuba establece que la acción para reclamar la responsabilidad civil que se derive del delito se ejercita conjuntamente con la penal, excepto en el caso en que exista un lesionado respecto del cual la sanidad estuviere pendiente de atestarse.  Como se puede observar la ley exige también el ejercicio de la acción y penal al unísono. 

En otras legislaciones como en Italia se le da la facultad al perjudicado de escoger si quiere que se le acumule  en el proceso penal la acción civil o ir ante otro proceso por la jurisdicción civil, al recoger el Artículo 3 del Code de Procédure Pénale estipula que: "La acción civil puede ser ejercitada al mismo tiempo que la acción pública y ante la misma jurisdicción"  perjudicado por el delito tiene la opción de solicitar que se acumule.

En nuestra opinión, es correcto  que en la legislación nuestra se establezca el  deber del Ministerio Fiscal de ejercitar la acción civil junto con la penal, no obstante en futuras modificaciones pudiera valorarse el tema de que el perjudicado se le de la oportunidad de definir si quiere reservarse el ejercicio de esta en un proceso civil posterior.

Por último vamos  a concluir el tema con el análisis de  la vinculación del objeto del proceso con el principio de correlación, imputación, sentencia. 

3.2  Correlación entre acusación y sentencia. Las dos vertientes de la correlación.

Hay que distinguir dentro de la correlación un sector que es consecuencia de la vigencia del principio acusatorio y otro que lo es del principio de contradicción y, consiguientemente, del derecho de defensa. Estas dos vertientes, a su vez, tienen íntima conexión con la distinción que en su momento se realizará sobre el  elemento objetivo del  objeto del proceso  visto en sentido estricto, por un lado, y en sentido amplio, por otro.

 Como se ha dejado sentado a lo largo de todo el trabajo a los efectos del principio acusatorio,  el  objeto del proceso que hay que tener en cuenta  es el del sentido estricto, y  todo lo que exceda de aquí va a ser asimismo de gran importancia, pero no ya por exigencias del principio acusatorio, sino del no menos importante principio de contradicción, el cual presupone como se ha reiterado que se garantice el derecho a ser informado de la acusación a lo largo de todo el juicio oral. Sin embargo, y al contrario de lo que hemos dicho en relación con el principio acusatorio, creemos que el de contradicción sí ha de hallar aplicación desde el mismo momento en que se incoa la causa. Por ello, y para evitar posibles situaciones de indefensión, se  informa  al inculpado de los hechos que se le imputan y por los cuales se procede,  conforme prevé el artículo  281 el que establece que formulada las conclusiones por el fiscal, o en su caso por el acusador particular el tribunal de estimar completas las diligencias necesarias para proceder,  abrirá la causa a juicio oral, teniendo por hecho  la calificación y dispondrá se requiera a los acusados y terceros civilmente responsables, con entrega de las copias presentadas a fin de que designen abogados para su defensa.

Alicia González Navarro,   afirma que el solo hecho de que la sentencia no haya respetado la garantía de la correlación con respecto a la acusación no puede concluirse que nos hallemos necesariamente ante una vulneración del principio acusatorio.  Alegando a su vez que cabe la posibilidad de que ello sea así, pero no siempre, porque puede que la falta de correlación se refiera sólo a que el órgano jurisdiccional haya incluido en su sentencia algún elemento fáctico de carácter no esencial sin haber dado previamente información y posibilidad de contradicción a las partes. Sin perjuicio del carácter lesivo que esta forma de proceder comporta frente al derecho de defensa de las partes, aquí no hay vulneración alguna del principio acusatorio, pues el órgano jurisdiccional lo único que ha hecho es cumplir con su deber de conocimiento exhaustivo del hecho que se ha sometido a su juicio, si bien es cierto que no por ello puede dejarse de informar a las partes en relación con la introducción de tal elemento fáctico, aunque éste sea de carácter meramente adjetivo o accidental
.

Las sentencias deben ser congruentes, es decir, deben resolver acerca de todas las cuestiones que hayan sido objeto de debate en el proceso. El fallo no debe contener más, ni algo distinto, de lo pedido por las partes. Cuando se trata de sentencias penales, la congruencia significa que debe mediar una relación entre la sentencia y la acción penal ejercitada.

 Nuestra ley de procedimiento parte de que los hechos son inmutables, autoriza a la fiscalía a presentar conclusiones alternativas y la primera de las conclusiones solo puede ser modificada en tanto no suponga incluir elementos esenciales que alteren sustancialmente el hecho originalmente imputado; por su parte el tribunal está impedido de modificar en su sentencia los hechos  de la acusación, solo podrá incluir elementos no esenciales siempre que haga uso de la formula prevista en el articulo trescientos cincuenta de la ley procesal penal. 

La modificación de las conclusiones del fiscal, una vez practicadas las diligencias de prueba en el juicio oral, mediante la formulación de otras, según establece el articulo trescientos cuarenta y nueve, no es en cuanto a un cambio del objeto del proceso, lo que si exige el principio acusatorio es que la modificación no traspase los límites de la acción y por tanto que no incluya a una persona diferente, ni un hecho distinto a los comprendidos en las conclusiones provisionales.

La doctrina se pronuncia que esta facultad que ofrece la Ley a las partes, no le atribuye la función de rectificar un error técnico de calificación sino que lo que tiene en cuenta es la divergencia de lo que pueda haber entre el hecho como apariencia probable antes de celebrarse el juicio oral y el hecho como lo cree probado después de practicarse las pruebas.

Para el Juez solo tiene efecto vinculante el hecho por el que se le acusa, pudiéndose ampliar circunstancias o detalles de lo ocurrido conforme la prueba practicada en el acto de juicio oral, pero esto no puede de modo sorpresivo traer a la relación de hechos probados nada extraño a la calificación, ya que se rompe con el principio de defensa.

Al respecto Gómez Orbaneja
:

"Considérese que modificar las conclusiones supone, por regla general, no meramente partir de un artículo del Código en vez de otro, rectificando la operación técnica de subsumir un determinado hecho invariable bajo una u otra norma, sino modificar también el complejo hecho por el que se acusa. Porque a los delitos corresponden distintos supuestos de hecho y por consiguiente distintos actos de ejecución. Volviendo a nuestro ejemplo: sostener después de la prueba que el hecho constituye Robo y no simple Hurto, como se había afirmado en un principio no es meramente la mayor parte de las veces, sustituir un artículo por otro, sino introducir en e! contenido de la calificación una circunstancia de hecho que no contenía: la violencia o la intimidación en las personas o la fuerza en las cosas y modifique o no la calificación el actor, resultando esa circunstancia del juicio, la sentencia puede y debe apreciarla condenando por Robo (previa pregunta establecida en el artículo número setecientos treinta y tres, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para este caso. 

 El Doctor Nicasio Hernández de Armas
  al valorar el trabajo del Dr Carlos Menció sobre el tema refirió: el juicio es un acto lícito moral, decente, honesto. Pero esto no quiere decir que los jueces estén obligados a respetar puntos y comas de la acusación y que como si tuvieran las manos amarradas, no pudieran  condenar como asesino al que por error o falta de elementos sumariales, se acusó como homicida. La Ley permite que el Tribunal introduzca variaciones que ha de someter a la discusión del juicio oral antes de terminar este así  el acusado tiene la posibilidad de defenderse."

Por otro lado en la sentencia cinco mil seiscientos cincuenta y tres, de fecha de once de diciembre del año mil novecientos ochenta, del Tribunal Supremo de Cuba, expresó que el Tribunal al adicionar en la sentencia, hechos nuevos  no imputados por el Fiscal, de los que no pudo defenderse el acusado, y que integran un delito más grave, lo que no podía hacerse ni siquiera con el uso del artículo 350 ( la fórmula),  por lo que infringió un principio esencial  del sistema acusatorio.  

 En  el rollo de casación ciento veintisiete del año mil novecientos noventa y cinco al dictaminar recurso de casación  al amparo del ordinal sexto resolvió:

Considerando: .... que la Sala de instancia hizo un inadecuado uso  del artículo trescientos cincuenta de la mencionada ley de trámites en el sentido de cambiar la calificación  dada a los hechos imputados por el Fiscal, quien originalmente planteaba que el delito cometido por el acusado era el de homicidio por imprudencia, entendiéndose que lo correcto era el delito de homicidio de carácter intencional  previsto en el artículo doscientos sesenta y uno en relación al artículo nueve apartado dos del Código Penal, pero en este estado el Tribunal se apartó de los hechos narrados por la acusación, alterándolos esencialmente  en el relato de los hechos probados de la sentencia, al omitir los actos imprudentes realizados por el acusado determinantes del desenlace obtenido lo que viene vedado por el propio precepto invocado no teniendo respaldo fáctico de fórmula empleada, imponiéndose acoger el motivo de forma alegado, con efecto anulador hasta el acto de juicio oral.

Para la Jurisprudencia del Tribunal Supremo de España establece la correlación entre la acusación y el fallo tiene que ser total o producirá indefensión y dicha norma del artículo setecientos treinta y tres solo puede ser considerada como una invitación de las partes acusadoras para que reflexionen sobre si la calificación anterior pudiera ser errónea y en consecuencia aceptar modificarla, si aceptan la "invitación" podrán hacerla suya y plantearla al Tribunal en su propia calificación. Si por el contrario no la aceptan carecen de valor en orden a la posibilidad de ampliar los límites de sus facultades resolutorias. En consecuencia para el Tribunal Supremo de ese país si la tesis planteada no ha sido acogida por la acusación, el Tribunal no puede recogerla sobre la base del principio acusatorio, siguiendo esta línea el Tribunal Supremo declaró inconstitucional el artículo setecientos treinta y tres  que permitía de oficio apreciar circunstancias agravantes.

En Cuba  cuando el Tribunal hace uso del artículo  350 de la Ley de Procedimiento Penal, el tribunal está facultado para sancionar por el delito que ha solicitado a las partes que lo ilustren  o la apreciación de las circunstancias, ejerciendo en estos casos la función de acusar lo que se opone al principio acusatorio judex ne eat ultra petita partium (el juez no debe conceder más de lo que le pidan las partes), Judex secundum allegada et probada a partibus indicare debet (el juez debe juzgar según, según lo alegado y probado por las partes),  sin embargo,  en aras al respeto al principio de legalidad,  el Tribunal no puede calificar con error un hecho juzgado,  por error de la parte acusadora, y debe actuar de conformidad con   el principio iura novit curia,   sin que esto signifique a mi criterio,  una vulneración al derecho de defensa, ni del principio de contradicción  toda vez que, si los elementos de ese nuevo delito están en la carta acusatoria, el letrado defensor podrá preparar una defensa en este sentido, estimando  que el uso de la “fórmula“, es una forma de garantizar que el acusado se pueda defender de esa nueva calificación jurídica propuesta por  el Tribunal.


CAPITULO IV  METOLODOLOGIA UTILIZADA EN LA INVESTIGACIÓN Y RESULTADOS PRÁCTICOS.

El complemento práctico de la presente investigación  como ya expusimos,  lo precede un estudio teórico ilustrado por la revisión bibliográfica del tema, y el análisis exegético de los conceptos vinculados.

Para el estudio empírico utilizamos el método de recogida de información de la entrevista a juristas en la materia, por sus años de experiencia,  como universo que debe dominar y aplicar los preceptos legales y determinar cuando se está en presencia de una modificación sustancial del objeto del proceso, únicos sujetos que nos aportarían la confirmación o negación de las hipótesis de trabajo establecidas,  como solución al problema científico determinado. 

Por otra parte después de generalizar cada uno de los aspectos tratados, nos percatamos que el estudio de casos concretos dados en la realidad práctica del derecho y materializados en causas escogidas al asar,  pero con el cumplimiento de determinados requisitos, que coincidieron con los aspectos a tener en cuenta en el estudio a estructurar todo lo que confirmaría la certeza de nuestras conclusiones.

Finalmente, también se reveló como muy provechoso las sentencias emitidas por el Tribunal Supremo Popular de la República de Cuba, recogida en los Boletines que en efecto publican tales decisiones y que fueron utilizadas a lo largo del trabajo para ilustrar los pronunciamientos de la jurisprudencia cubana sobre el tema analizado,  las  que nos mostraron  la realidad cubana en función de las hipótesis para permitir hacer las sugerencias necesarias para la solución del problema planteado.

4.1 ESTUDIO DE CASOS.

Básicamente el procedimiento descansó en la selección de Causas donde la discusión de las inconformidades de las partes con el proceso se centró en los aspectos relacionados con el tema, ubicadas en la Provincia de Cienfuegos  en los últimos diez años.  Siguiendo la metodología de:

1. Comparar literalmente el hecho narrado por el fiscal en la primera  de sus conclusiones, con el primer resultando de la sentencia dictada por el Tribunal en el mismo proceso con el propósito de verificar la incorporación o modificación de elementos fácticos importantes, a considerarse esenciales o no esenciales.

CASO NUMERO UNO

Estudio de la Causa 63 del año mil novecientos noventa y ocho, de la radicación de la sala segunda del Tribunal Provincial Popular de Cienfuegos.

Hecho narrado en la primera de las conclusiones: E.V.A, encontrándose a las once y treinta de la mañana en la Policía Nacional Revolucionaria con el objetivo de firmar un libro de control sobre libertad Condicional, fue llamado por el agente del Departamento Técnico de Investigaciones R.H.F, para que firmara un acto de advertencia  por ser proclive a la comisión de delito, es así que luego de comunicarle el agente R.H.F, al acusado E.V.A, sonó el teléfono, y al ir el agente hasta allí le dio la espalda al acusado e inconforme con el actuar del representante del orden se le abalanzó por la espalda, lanzándolo hacía un buró provocándose un forcejeo interviniendo el agente R.S.D, recibiendo el agente  R.H.F una contusión en el primer dedo de la mano derecho.

Hecho Probado:  Que el acusado E.V.A el primero de abril de mil novecientos noventa y ocho se dirigió a la Policía Nacional Revolucionaria de Cruces, con el objetivo de firmar el libro, siendo llamado por el oficial R.H.F, y al hacerle saber que le haría una advertencia oficial por reunirse con personas antisociales, como Pedrito la Viuda,  Felo puntilla y estar activo en el delito de Hurto y Sacrificio de Ganado Mayor, el acusado inconforme de modo irónico y alterado le refirió que su madre y hermano ahora se llamaba como Pedrito la Viuda,  Felo puntilla y  que  si las vacas eran de carbón, entonces era verdad que él mataba vacas todos los días, momento en el cual, el agente se levanta bruscamente, y sin que pudiera, esclarecerse con toda exactitud quien la iniciarse produce el forcejeo.

La Sala  Territorial  Segunda de lo Penal del Tribunal Provincial de Cienfuegos, calificó los hechos como un delito de Desacato previsto y sancionado en el artículo ciento cuarenta y cuatro en su apartado uno y argumento en su acta sentencia lo siguiente:

“.....   que el Tribunal al dictarla no tiene que ceñirse de forma absoluta al relato fáctico del fiscal y en el caso bajo examen no falta en modo alguno al principio esencialísimo  de la plenitud de garantías, pues partimos de los propios descargos del acusado, sin que obste para ello que conozca o no que sus manifestaciones integran un actuar delictivo. Por otro lado no se ha introducido ninguna mutación sustancial en el hecho enjuiciado, apartada complemente de la carta acusatoria, sino que se ha mantenido una analogía concordante en lo esencial, entre el hecho que sirve de soporte a la condena y el que fue objeto de la acusación, sin que conlleve una diversidad de bienes jurídicos protegidos, máxime cuando la variación de la calificación jurídico penal ha sido a favor del acusado.

El fiscal y el abogado en el presente caso establecieron recurso de apelación por ser un procedimiento abreviado,  alegando que se había producido una alteración sustancial a los hechos.

El Tribunal Supremo por su parte  mediante su sentencia cuatro mil setenta y tres, de fecha seis de agosto de mil novecientos noventa y ocho expresó.

CONSIDERANDO: Que el acusado se defiende de los hechos imputados y no de su calificación delictiva. En el caso en examen es muy clara y elocuente la fundamentación que hace la sala de juicio en su sentencia para despejar cualquier duda al respecto, porque la debida observancia al principio de la correlación entre la imputación y la sentencia, no obliga al Tribunal necesariamente a transcribir literalmente la narrativa acusatoria, sino que puede introducir o sustraer elementos que mantengan una analogía concordante con la esencia  de los hechos imputados y sin restarle virtualidad y en los que la resolución de cómo probados no se han hecho mutaciones ni transformaciones que se disocien de la acusación básica, máxime  cuando el delito imputado y el calificado están dentro  de la misma familia delictiva y si bien es cierto que el tribunal no debió absolver del delito de atentado, sino calificar los hechos y sancionarlos por el ilícito que creyó cometido, de la manera que lo hizo no se faltó a las garantías de la defensa, porque el delito que se calificó es de menor rigor que el pretendido por el fiscal y como la sentencia es el resumen final del proceso de conocimiento y evaluación jurídico penal de los hechos que se debaten en el juicio oral, conforme al resultado que arroje la prueba practicada, se llega a la conclusión que fue acertada la calificación del delito de desacato y no el de atentado que interesa la acusación pública.

De la revisión literal  de la sentencia  se puede observar que  se incluyen elementos no narrados por el fiscal,  y que realmente significan una alteración del objeto del proceso, por lo que le asistía razón a la defensa cuando alegó que había sido una sorpresa para su representado, máxime cuando el tribunal no invitó a las partes en cuanto a estos nuevos elementos mediante el uso del artículo trescientos cincuenta de la Ley de Procedimiento Penal, aunque en el presente caso no era de aplicación por la alteración sustancial de los hechos.

1. Estos elementos incluidos en el primer resultando - el acusado inconforme de modo irónico y alterado le refirió que su madre y hermano ahora se llamaba como Pedrito la Viuda,  Felo puntilla y  que  si las vacas eran de carbón, entonces era verdad que él mataba vacas todos los días- alteraron  la forma esencial de la ejecución del delito que se le estaba imputando al acusado  el  hecho ilícito, la que además influyó en una calificación distinta , que aunque sea una de menor gravedad  es cierto que de ellos no se defendió el acusado, máxime cuando de la lectura del juicio oral no se aprecia que los testigos se hayan referido a esas manifestaciones  sino que como dice la sentencia partió de la declaración del acusado, entonces cabría preguntarnos, ¿ No vulneró el Tribunal una garantía esencial que establece el artículo uno de nuestra ley de procedimiento, de que todo delito debe ser probado independientemente del testimonio del acusado?. Observándose del estudio del caso además que por los actos concretos por los que había sido procesado e instruido de cargo el acusado, no fue sancionado al no probarse ante el tribunal.

  En el presente caso resulta atinado realizar un análisis de lo establecido en el artículo trescientos cincuenta y ocho  de la  mencionada ley de trámites penales, en el que  se preceptúa que - después de celebrado el juicio oral, el tribunal entiende que el hecho justiciable es de la competencia del Tribunal Municipal Popular, sea delito o contravención, dictará sentencia imponiendo la sanción correspondiente, ¿ Pero equivale esto a decir,  que puede ser cualquier hecho aunque su objeto sea diferente al imputado? , o se refiere, cuando  el hecho imputado sea el que se corresponde  con la competencia de  un Tribunal  inferior. A mi consideración,  este artículo hay  que verlo en esta segunda dirección,  y solo es de aplicación cuando no hay un cambio del objeto del proceso, sino que ese hecho que imputaba el fiscal, es de competencia del Tribunal Municipal, ya que en  caso contrario significa una vulneración del derecho de defensa porque aunque  la pena del delito calificado por el Tribunal tenga pena inferior,  y para ello no se requiere del ejercicio de la acción penal, lo cierto es que el acusado debe permanecer informado a lo largo del proceso de que se le acusa. 

CASO NUMERO DOS

Causa 135 del año dos mil dos, de la  Sala Primera del Tribunal Provincial Popular de Cienfuegos.

Primera Conclusión del Fiscal:

Que los acusados ODJLG y JYMD puesto de mutuo acuerdo deciden acrecentar ilícitamente sus patrimonios personales en descrédito del ajeno, para lo cual siendo aproximadamente las 18:15 horas del día 9 de abril del dos mil dos escogidas de propósito por la oscuridad reinante, en ocasión de circular por Avenida 46 entre 35 y37 Cienfuegos, observan a la joven DRR que circulaba en sentido contrario a ellos, y deciden despojarla de sus bienes, por lo que al estar próxima a esta el acusado LG le asesta un fuerte golpe por la parte trasera de la cabeza que la hace caer al suelo y ya en esta posición entre ambos acusados le propinan varios golpes más con sus manos y le quitan una mochila marca Thaba con zipers que portaba, valorada en $200.00 moneda nacional, y la que contenía lo siguiente, un pantalón de mezclilla de hombre, valorado en $15.00 moneda nacional, dos shores de mezclilla azul claro en $25.00 cada uno en moneda nacional, cuatro blumers, de colores blanco, gris, negro y amarillo en $5.00 cada uno en moneda nacional, cuatro tacasillos de colores negro, azul, amarillo y rojo valorado en $10.00 cada uno en moneda nacional, una sábana blanco personal en $20.00 moneda nacional, dos fundas de colores blanco y estampadas, valoradas en $5.00 cada una moneda nacional, (20.00) dollares en efectivo que equivalen a  igual valor en moneda nacional, y $6.00 en moneda nacional, ascendiendo todo a la suma de $556.00 en moneda nacional, llevándosela consigo, dándole un destino no determinado a los bienes, producto a los golpes la RR recibió excoriaciones en la región  sub - escapular derecha las que no pusieron en peligro su vida y conllevaron asistencia médica, no sintiendo afectación económica alguna.      

Hecho probado en la sentencia:

 Probado que el nueve de abril del año dos mil dos, aproximadamente a las seis de la tarde los acusados ODJLG y JYMD, salieron juntos por la Ciudad de Cienfuegos, extrayendo el segundo un listado con distintas marcas de tabacos, ideando que si procedían a la venta de los mismos obtendrían beneficios, es así que conversan un rato y deciden dirigirse al domicilio situado en Calle 33 entre 50 y 52, marcado con el No.5001 en Cienfuegos, municipio y provincia de igual nombre, donde se comentaba que allí se vendía tabaco, propiamente un joven rubio y fuerte, al llegar a la casa tocan la puerta y quien les abre es la joven DRR, esposa del que buscaban, le preguntan si tenía tabacos y ella dice que sí, además le mencionan las distintas marcas de tabaco que ellos deseaban, planteándole ella que poseía algunas, le piden proceder a la venta de los mismos en casas de alquiler de la Avenidas 46 entre 35 y 37 en la propia localidad de Cienfuegos, donde los extranjeros que allí se encontraban seguramente aceptarían, ella accede, salen los tres hacia ese lugar y ya siendo pasadas las siete pasado meridiano, estando oscuro ese sitio, los acusados aprovechan la oscuridad reinante y conociendo que DRR llevaba consigo una mochila con tabacos de algunas marcas, que con su venta obtendrían cuantiosos beneficios, deciden despojarla de ese producto y estando más próximo el acusado LG en la esquina de la citada dirección, le asesta un golpe por la parte trasera de la cabeza que la hace caer al suelo y ya en esta posición le propina otros golpes no tan intensos con las manos, quitándole el otro acusado la mochila marca Thaba, con zipers que portaba, valorada en $200.00 moneda nacional y los tabacos que contenía, cuya cantidad y valor no se pudo definir, saliendo corriendo rápidamente de allí los inculpados, dejándola recostada a la pared adolorida, pasando por allí una vecina primero y su suegro después que la ven en ese estado y les cuenta lo sucedido y ya a las nueve de la noche, acude al Hospital Provincial donde al ser examinada por el médico certifica que presenta una excoriación en la región sub – escapular derecha, la que no puso en peligro su  vida pero si requirió para su curación tratamiento médico, no sufriendo en este sentido afectación económica.
LA SALA DE LO PENAL DEL TRIBUNAL SUPREMO POPULAR RESOLVIÓ:
CONSIDERANDO: Que para que exista indefensión del inculpado y de lugar a que la sentencia sea casada como circunstancia posterior al delito que impide sancionarlo, es necesario que sea penado por hechos que no hayan sido imputados, situación que no ocurre en el presente caso, en que los hechos consignados por el Fiscal en sus conclusiones y la calificación que se hace de los mismos, son esencialmente parecidos a los adoptados por la Sala de Instancia, sin que la diferencia de detalles secundarios y circunstanciales originados por una redacción distinta a la utilizada o empleada por las partes y el Tribunal, puedan tener la relevancia que le atribuye el recurrente, dada que la cuestión  fundamental fue sometida a  la prueba de debate del juicio oral, pues las pruebas que se analizaron en ese acto procesal, que es el más importante de todos, tiende precisamente a establecer los hechos y si bien tiene que tener por base los fijados a través de los escritos de calificación, ello no impide, a que los mismos sufran modificaciones que no sean sustanciales o fundamentales de los elementos que lo conforman el núcleo del delito acusado; no es posible olvidar que cualquiera sean las funciones encomendadas a las partes, el proceso penal, es el órgano encargado de la jurisdicción y el llamado a fijar los hechos que admiten como probado con a arreglo a su conciencia y a su leal saber y entender. La interpretación realizada de que los hechos imputados son inalterables, constituye una exageración de la forma acusatoria, que está reñida y es incompatible con el principio de la investigación oficial y con la función de administrar justicia en defensa de los intereses elementales de la sociedad, por lo que no cabe, alegarse con eficacia la falta de acusación de los hechos que integra el delito calificado por el Tribunal, por lo que se impone desestimar el motivo de forma aducido.  

De lo antes expuestos se constató 

  Lo narrado por el Fiscal en la primera de sus conclusiones y lo consignado  por  el tribunal en la sentencia en el resultando probado, confirma lo expuesto por Nicasio Hernández de Armas  que el  juicio oral es un acto lícito moral, decente y honesto y que los jueces no están obligados a respetar puntos y comas de la acusación, así como lo tratado en el capítulo anterior  en cuanto a que para el Juez tiene efecto vinculante el hecho por el que se le acusa, pero que  puede ampliar circunstancias o detalles de lo ocurrido conforme a  las pruebas practicadas en el acto de juicio oral,  que fue lo que aconteció en el presente caso, pero en modo alguno alteró la forma de ejecución del hecho, que como se ha reiterado constituye el objeto del proceso penal.

CASO NUMERO TRES.
Causa noventa y siete del año dos mil uno, de la radicación de la Sala Penal primera del Tribunal Provincial Popular de Cienfuegos.

Hecho narrado por el fiscal:  Que el acusado G.A.LL.L el día veintidós de diciembre del dos mil dos, a las nueve de la noche transitaba por la carretera que conduce al Hotel Punta La  Cueva situado en esta ciudad de Cienfuegos y provincia de igual nombre en dirección a este, vía rural...”, donde luego de darse un cruce con un auto que circulaba en dirección contraria a la del motor  se produce un encandilamiento al acusado G.A.LL.L, quien siguió conduciendo en igual dirección sin percatarse que en esa misma dirección y sentido lo hacían JA.S.S, y AB.G.C, en una bicicleta china, medida veintiocho y delante de estos K.G.C y Y.C.G, impactándose  sobre ellos por la parte trasera provocándole a Y.C.G múltiples excoriaciones faciales por fricción asociadas a heridas superficiales izquierda de más o menos dos centímetros  y párpado inferior de un centímetro de extensión, herida en pie izquierdo de más de dos centímetros y múltiples excoriaciones, las que requirieron tratamiento médico, sin que le dejara secuelas,  a KGC, excoriaciones cráneo faciales y trauma simple de cráneo en región occipital las que requirieron tratamiento médico,  y fueron calificadas de no graves, así mismo a la ciudadana AB. C. G trauma cráneo encefálico que genera fractura en la base del cráneo en fosa media izquierda, contusión cerebral y otorragia izquierda que le provocaron la muerte,  y a JA.S.C trauma cráneo encefálico severo, hematoma subdural frontal bilateral intervenido, fractura de cráneo  hueso occipital  que le provocó la muerte...”.

Hecho Probado:  fueron  narrados todos los elementos de forma similar a la fiscalía,  introduciéndose como aspecto nuevo lo siguiente: “...Y.C.G  recibió trauma facial con presencia de múltiples  excoriaciones faciales por fricción asociado  a heridas superficiales de más o menos dos centímetros y párpado inferior de un centímetro de extensión,  con excoriaciones a la parte superior de ambas manos en forma redondeadas y queloideas, además de herida en ceja de aproximadamente cuatro centímetros de longitud lineal y otra pequeña entre labio superior y parte inferior de la nariz de más de un centímetro de longitud de características  queloideas que denotan fealdad, y ...”

El Tribunal Provincial en este caso hizo uso del artículo trescientos cincuenta de la Ley de Procedimiento Penal, incorporando estos elementos a los hechos, toda vez que,  del examen de la perjudicada fueron precisados todos estos particulares, e invitó a que se ilustrara en la calificación,  si en el caso de una de las lesiones calificadas como no graves la de Y.C.G, podía ser de carácter grave.

El abogado de la defensa estableció recurso al amparo del ordinal sexto del artículo setenta de la Ley de Procedimiento penal., que se quebrantó el artículo trescientos cincuenta, alegando que se violó el principio correlación imputación sentencia, por los elementos que introdujo la sala juzgadora en la narrativa de hechos, y la calificación adoptada, la que no era subsanable ni con el uso de la fórmula y que su cliente se dejó en estado de indefensión.

Por su parte el Tribunal Supremo popular rollo mil cuatrocientos veintidós, dictó   la sentencia cuatro mil setecientos cincuenta y nueve, resolviendo el recurso de casación planteado por esta Causa, y expresó:

CONSIDERANDO: Que la naturaleza de la causal sexta, del artículo setenta de la Ley de Procedimiento Penal, viene determina por el principio acusatorio que exige la correspondencia  entre la imputación y la resultancia probatoria, para garantizar que no se viole la relación procesal previamente establecida, dejando en estado de indefensión al acusado al alterar sustancialmente esta; en el caso en examen el fiscal  imputó concretamente el delito de lesiones menos graves, previsto en el apartado  tres del artículo ciento setenta y ocho  del Código Penal, articulando  los hechos en la forma que en su sentir integraba el delito de referencia y por el contrario, la Sala de instancia, narra en el respectivo lugar de la sentencia  como probados, hechos distintos de aquellos a que se contrajo el fiscal en sus conclusiones y consiguientemente  los califica  constitutivo de otro delito, previsto en el apartado uno  del mismo artículo ciento setenta y ocho del susodicho Código, sin que fuera suficiente el uso de la fórmula del artículo trescientos cincuenta de la retromentada ley procesal, pues de los datos consignados en los hechos probados, el acusado no se defendió adecuadamente, colocándolo en estado de indefensión, más aún cuando los mismos tienen trascendencia a la calificación del delito, alterando sustancialmente el hecho imputado, debiendo hacer uso del artículo trescientos cincuenta y uno de la citada ley adjetiva, al producirse en el juicio revelaciones inesperadas, y como la falta apuntada hace mérito a la causal de quebrantamiento alegada resulta procedente acoger el motivo de forma del recurso.   Anulándose la sentencia y retrotrayendo las actuaciones hasta la fase preparatoria.

Como se puede observar la sentencia fue anulada  por la incorporación de estos elementos que estimó por su parte eran esenciales y que vulneraba el principio acusatorio. Asimismo  que el hecho de introducir que habían dejado secuelas motivó un cambio en la calificación  y por ende se había vulnerado el principio de correlación,  imputación, sentencia.

Sin embargo en el año mil novecientos setenta y siete, el Tribunal Supremo Popular dictó la sentencia número cinco, en el sentido siguiente: “La sanción aplicable a los delitos, complejos será la correspondiente al delito más grave, conforme previene la regla contenida en el apartado b del  artículo veintitrés del Código de Defensa Social, por lo que si el Tribunal califica uno de los delitos que no es el más grave, en forma diferente a la imputada por el fiscal, sin hacer uso de la fórmula respectiva en el artículo trescientos cincuenta y cinco de la Ley de Procedimiento Penal, tal falta no podría redundar en sancionar por un delito más grave que el calificado y carece de toda trascendencia. Y declaró sin lugar el recurso.

Como se puede observar son dos formas diferentes de resolver asuntos similares,  y si bien podía considerarse como válido la vulneración del principio acusatorio, los jueces no  pueden analizar de manera rígida, sino que lo primero que es necesario representarse que es  lo que tutela y  protege el principio que se estima vulnerado, por lo que cuando no trae ninguna afectación para el acusado,  no es válido a nuestro criterio anular una sentencia, porque en la practica lo que trae consigo es la vulneración de otro principio fundamental como la pronta justicia.
4.2 RESULTADOS DE LAS ENTREVISTAS.

Como fue expresado anteriormente las entrevistas fueron realizadas a juristas  en la materia penal  con más de diez años de experiencia desempeñándose como jueces, fiscales y abogados del municipio de Cienfuegos,  a jueces del Tribunal Supremo Popular  con más de quince años de experiencia resultando ser la muestra total veintisiete juristas, cuyos resultados fueron los  siguientes:

A la primera pregunta relacionada a que el entrevistado seleccionara a  su criterio, cuál era el concepto objeto del proceso, 22,2% respondió que el objeto del proceso son los hechos que han sido base de la acusación,  imputación y el 77,8% alegó que el objeto del proceso no son solo los hechos, sino el universo de cuestiones que resultan inmutables y que abarca la calificación de los hechos y la pena.
En esta pregunta se puede observar la diversidad y controversia existente acerca del problema de investigación estudiado, pues como se aprecia  en los entrevistados,  poseen diferentes criterio acerca de que es el objeto del proceso, coincidiendo las respuestas dadas con lo analizado en el primer capítulo acerca de las dos posiciones doctrinales que existen en el mundo, evidenciando que los juristas cubanos no escapan a esta divergencia. Afiliándome en lo personal a los que respondieron que son los hechos o contenido fáctico  de la acusación,  entendido de esta misma forma en  nuestra ley  procesal, de acuerdo  a la sistemática de sus artículos trescientos cuarenta y nueve y trescientos cincuenta como fue explicado en el contenido del trabajo.
A la segunda interrogante los entrevistados tuvieron diversidad de criterios al determinar si los elementos esenciales y no esenciales de la imputación están contenidos en el concepto objeto del proceso, pues el 63,1% respondió que sí y el 36,8 alegó que los no esenciales no son de manera trascendentales al proceso, pueden variar y no modificar la imputación que se realiza.

Como se observa  de las respuestas ofrecidas  el mayor porciento se refirió al objeto del proceso visto en su sentido amplio, sin embargo cuando se alude al objeto del proceso hay que hacerlo  en base a su sentido estricto que es el núcleo esencial del hecho en el cual solo tienen cabida los elementos esenciales.
En la interrogante número tres el 100% de los entrevistados coincidieron que el  hecho punible y la forma de ejecución constituyen un elemento esencial del objeto del proceso, sin embargo  respecto a los otros aspectos no aconteció de igual manera, comportándose de la siguiente forma.

El 60% respondió que la circunstancia de tiempo (hora, fecha), forman parte de los elementos esenciales, el  73% que las  circunstancias de lugar, el 40.1% los antecedentes del hecho punible, el  52% los antecedentes de conducta, el 30% las condiciones climáticas y el 65% la afectación económica, alegando además que estos elementos se dan en la medida del tipo de delito que se trate.
En cuanto a la interrogante número cuatro  y cinco relacionada con el conocimiento de los entrevistados con el principio de correlación imputación sentencia y su vinculación al objeto del proceso, el 100% respondió de manera afirmativa. 
El 85%  consideró que la hora y la forma de ejecución del hecho, cuando se haya omitido en la carta acusatoria, vulnera el principio de la correlación entre la imputación y la sentencia, si son introducidos en el juicio oral por parte de la fiscalía o del tribunal, mediante la modificación  de las conclusiones o el uso de la formula, sin embargo fueron además consignados otros criterios interesantes en el sentido de que los que respondieron de manera negativa, aclararon que se debía analizar el hecho concreto porque si constituía una circunstancia de agravación del tipo delictivo, entonces, si se había vulnerado el principio de la correlación entre la imputación y la sentencia.



CONCLUSIONES

· Que existen dos posiciones doctrinales que no resultan coincidentes sobre que es el objeto del proceso, una que establece que el  objeto del proceso son los hechos que han sido base de la acusación y la otra que  considera al objeto, no solo como los hechos sino al universo de cuestiones que resultan inmutables y que abarca la calificación de los hechos y la pena, por lo que de acuerdo a la posición que se afilie la ley y la jurisprudencia,  cuando esta es omisa en definir claramente, que entiende por objeto del proceso.

· Que  la Ley de  Procedimiento Penal cubana, no define en ninguno de sus preceptos, que se debe entender por objeto del proceso penal, sin embargo  de la sistemática de los artículos trescientos cuarenta y  nueve, trescientos cincuenta y trescientos cincuenta y uno, en mi opinión  queda clara que se debe entender como el  conjunto de elementos fácticos en los que se apoya la realidad o clase de delito, el grado de perfección del mismo, la participación concreta, las circunstancias agravantes sean genéricas o constitutivas del tipo, y todos aquellos datos de hecho de los que se ha de depender la específica responsabilidad penal que se imputa, sin embargo donde estriba la polémica es en la interpretación de cuando estos elementos deben ser considerados como esenciales o no. 

· Que en el proceso penal el imputado acude informado de objeto del proceso, por lo que no resulta lícito que el Tribunal lo sorprenda con una alteración de la acusación para la que no se defendió, la sentencia solo podrá versar sobre el hecho y las circunstancias que contiene la acusación, que han sido intimadas al acusado y por consiguiente sobre aquellos elementos de la imputación acerca de las cuales él ha tenido la oportunidad de ser oído, lo que implica vedar que el fallo se extienda a hechos o circunstancias no contenidas en el proceso, por lo que no se  puede de modo sorpresivo traer a su relación de hechos probado nada extraño a la calificación de la parte acusadora.

· Que resulta de vital  importancia para los jueces el dominio del tema y sobre todo de los elementos y características del objeto del proceso,  para el cumplimiento del principio acusatorio y el de correlación entre la imputación y la sentencia, para evitar que sean sancionadas  personas, sin que hayan realizado un efectivo derecho de la defensa, haciéndose necesario que el máximo órgano jurisdiccional el Tribunal Supremo Popular se pronuncie sobre el tema, y deje sentado bases para temas como este, que se considera alteración sustancial de los hechos.
· Que en el resultado de las entrevistas realizadas se observa que el mayor porciento se refirió al objeto del proceso visto en su sentido amplio, sin embargo a lo largo de la investigación, quedó sentado que cuando se alude al objeto del proceso hay que hacerlo  en base a su sentido estricto que es el núcleo esencial del hecho  y en el cual solo tienen cabida los elementos esenciales,  lo que confirma la diversidad  de criterios que  existe en nuestro país  en cuanto al objeto del proceso  y cuales son los elementos que lo informan,  lo que también se constató en los casos estudiados,   lo que podría ser resuelto de alguna forma si el Tribunal  Supremo Popular se pronunciara al respecto, aunque no se puede perder de vista, que este no es un tema cerrado, sino que hay que analizarlo con dialéctica y en cada caso concreto, porque cualquier regla general puede perjudicar a  la justicia.


RECOMENDACIONES
· Que en las sociedades científicas de Derecho Penal de la Unión de Juristas de Cuba, sea estudiado el tema, para conocimiento de todos los juristas operadores de la Ley, toda vez que,  el basamento teórico y doctrinal del objeto del proceso y los elementos que lo informan,   les servirá  como herramienta de trabajo en su labor diaria.

· Que  el Tribunal Supremo Popular en virtud de la facultad que le concede la Constitución de la República y la Ley de los Tribunales Populares, para interpretar las leyes,  emita  pronunciamiento, que esclarezcan, que constituye el objeto del proceso penal,  en nuestro país,  porque sin lugar  esto permitirá,  una práctica judicial uniforme en todo el país, y se aplicará una justicia mejor y con mayor calidad, con respeto a todas las garantías y principios del proceso penal.
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ANEXO#1
Entrevista:

Fundamento: Realizadas a juristas en materia penal  del municipio  de Cienfuegos, por llevar más de diez años de experiencia, desempeñándose como jueces, fiscales y abogados y  a jueces del Tribunal Supremo Popular.

Objetivo: Conocer el criterio de los juristas acerca del objeto del proceso penal,  como universo que debe dominar y aplicar los preceptos legales que regula  tal institución, único sujeto que nos aportaría la confirmación o negación de las hipótesis de trabajo establecidas  como solución al problema científico.

Relación de preguntas:

1- Seleccione, cuál es a su criterio el concepto objeto del proceso.

 a) ___ El objeto del proceso son los hechos  o contenido fáctico que ha sido base de la acusación. 

b) ___ El objeto del proceso no son solo los hechos, sino el universo    de cuestiones que resultan inmutables y que abarca la calificación de los hechos y la pena.

2-Considera que en el concepto de objeto del proceso están contenidos, los elementos esenciales y no esenciales de la imputación.

Si ___

No ___ 

¿Por qué?  

3) Marque con una X cuáles de las siguientes circunstancias  son, para usted, elementos esenciales de imputación.

___ Hecho punible (acción u omisión típica.)

___ Forma de ejecución del hecho punible (cómo se realiza) 

___ Circunstancia del tiempo. (Fecha, hora)

___ Antecedentes de conducta.

___ Condiciones climáticas.

___ Afectación económica.

___Antecedentes del hecho punible.

4) Conoce usted el principio de correlación, imputación, sentencia.

                   Si ___          No ___

5)  Considera usted que el objeto del proceso está vinculado al principio de correlación, imputación, sentencia.

                   Si ___           No ___      

6) Considera usted que la hora y forma de ejecución del hecho cuando se haya omitido en la carta acusatoria, vulnere el principio correlación, imputación, sentencia, si son introducidos en el juicio oral por parte de la fiscalía o del tribunal, mediante la modificación de las conclusiones, o el uso de la fórmula.

                  Si ____           No ____          

De ser afirmativo argumente.

PERSONAS ENTREVISTADAS:

	#
	Nombre y Apellidos
	Ocupación-Cargo
	Grado Cient.
	Años exp.
	Abog.
	Juez
	Fiscal

	1
	Luis Damián Mayo Flores
	Secretario de UNJC
	Lic.
	25
	
	X
	X



	2
	Alexis Guada del Castillo
	Fiscal
	Lic.
	15
	
	
	X



	3
	Tania Rodríguez López
	Fiscal
	Lic.
	16
	
	
	X



	4
	Orlando E. Martín Sánchez
	Fiscal
	Lic.
	20
	
	
	X



	5
	Raiza Y. Castellanos Ramírez.
	Fiscal
	Lic.

Esp.
	13
	
	
	X

	6
	Alina Bielsa Palomo
	Juez TPP Cfgos
	Lic.
	14
	
	X
	

	7
	Aymara Elena Hernández García
	Juez Profesional TPP
	Lic.

Esp.
	15
	
	X
	

	8
	Miriam Hernández Medina
	Juez TPP


	Lic

Esp.


	23
	
	X
	

	9
	Rosa M. Montero Angulo 
	Vice-Pre

TPP


	Lic.

Esp.
	20
	
	X
	

	10
	Igneris Ramírez Gómez
	TPP


	Lic

Esp.
	24
	
	X
	

	11
	Raúl Avello Peña
	Abogado Bufette#1
	Lic.
	16
	X
	
	

	12
	David Espinosa Martínez
	Abogado Bufette#1
	Lic.
	20
	X
	
	

	13
	Santiago Barceló Landeira
	Abogado Bufette#1


	Lic.
	26
	X
	
	

	14
	Antonio Gainza Pérez
	Abogado Bufette#1
	Lic.

Máster
	20
	X
	
	

	15
	Jorge L. Delgado Artorquiza
	Jefe de equipo de Abogados Bufette#2
	Lic.
	30
	X
	
	

	16
	Jorge E. Duarte Ramos
	Abogado Bufette#2
	Lic.
	16
	X
	
	

	17
	Raúl David Cherta Mejías
	Abogado Bufette#2
	Lic.

Esp.
	21
	X
	
	

	18
	Pedro R. Betancourt Alemán
	Abogado Bufette#2
	Lic.
	29
	X
	
	

	19
	Raudel Vega Gutiérrez
	Abogado Bufette#2
	Lic.
	8
	X
	
	

	20
	Vivian Abreu López
	Abogada Bufette#2
	Lic.
	15
	X
	
	

	21
	Roberto Fernández Acea
	Abogado Bufette#2
	Lic.
	18
	X
	
	

	22
	Miguel Ángel Marrero  
	Abogado Bufette#2
	Lic.
	20
	X
	
	

	23
	Maricela Sosa Ravelo
	Tribunal Supremo
	Esp.
	15
	
	X
	

	24
	Carlos Zaragoza Pupo
	Tribunal Supremo
	Esp.
	30
	
	X
	

	25
	Plácido Batista
	Tribunal

Supremo
	Esp.
	35
	
	X
	

	26
	Laidely Rodríguez
	Tribunal

Supremo
	Esp
	10
	
	X
	

	27
	Vicente Peguero
	Tribunal

Supremo
	Esp
	20
	
	X
	


Resultados de la entrevista:

	Pregunta 1
	%

	a)
	22.2%

	b)
	77.8%


	Pregunta 2
	%

	SI
	63.2%

	NO
	36.8%


	Pregunta 3
	%

	Elemento 1
	100.0%

	Elemento 2
	100.0%

	Elemento 3
	60.0%

	Elemento 4
	52.0%

	Elemento 5
	30.0%

	Elemento 6
	65.0%

	Elemento 7
	40.1%


	Pregunta 4
	%

	SI
	100.0%

	NO
	0.0%


	Pregunta 5
	%

	SI
	100%

	NO
	0.0%


	Pregunta 6
	%

	SI
	85.0%

	NO
	15.0%


Conclusiones:

· Que el mayor porciento se refirió al objeto del proceso visto en su sentido amplio, sin embargo a lo largo de la investigación, quedó sentado que cuando se alude al objeto del proceso hay que hacerlo  en base a su sentido estricto que es el núcleo esencial del hecho  y en el cual solo tienen cabida los elementos esenciales,  lo que confirma la diversidad  de criterios que  existe en nuestro país  en cuanto al objeto del proceso  y cuales son los elementos que lo informan,  lo que también se constató en los casos estudiados,   lo que podría ser resuelto de alguna forma si el Tribunal  Supremo Popular se pronunciara al respecto, aunque no se puede perder de vista, que este no es un tema cerrado, sino que hay que analizarlo con dialéctica y en cada caso concreto, porque cualquier regla general puede perjudicar a  la justicia.
· Que  la Ley de  Procedimiento Penal cubana, no define en ninguno de sus preceptos, que se debe entender por objeto del proceso penal, lo que conlleva a los criterios divergentes que sobre el tema existen en la actualidad. 

ANEXO#2

Análisis de documentos:

Fundamento: Estudio de casos concretos dados en la realidad práctica del derecho y materializados en causas escogidas al asar pero con el cumplimiento de determinados requisitos, que coincidieron con los aspectos a tener en cuenta en el estudio a estructurar,  todo lo que confirmaría la certeza de nuestras conclusiones.

Objetivo: Demostrar la diversidad de criterios existentes  entre los jueces respecto al objeto del proceso penal mediante el estudio de sentencias.

SENTENCIAS REVISADAS:

· Causa 63 del año mil novecientos noventa y ocho, de la radicación de la sala segunda del Tribunal Provincial Popular de Cienfuegos.

·  Causa 135 del año dos mil dos, de Sala Primera de Tribunal Popular de Cienfuegos.

· Causa 97 del año dos mil uno de la radicación de la Sala Penal Primera del Tribunal Provincial de Cienfuegos.

Aspectos a tener en cuenta a la hora de analizar las sentencias:

1. Comparar literalmente el hecho narrado por el fiscal en la primera  de sus conclusiones, con el primer resultando de la sentencia dictada por el Tribunal en el mismo proceso con el propósito de verificar la incorporación o modificación de elementos fácticos importantes, a considerarse esenciales o no esenciales.

Resultados:

· Se constató en los casos estudiados la diversidad  de criterios que  existe en nuestro país  en cuanto al objeto del proceso  y cuales son los elementos que lo informan,   lo que podría ser resuelto de alguna forma si el Tribunal  Supremo Popular se pronunciara al respecto, aunque no se puede perder de vista, que este no es un tema cerrado, sino que hay que analizarlo con dialéctica y en cada caso concreto, porque cualquier regla general puede perjudicar a  la justicia.
· De la sistemática de los artículos trescientos cuarenta y  nueve, trescientos cincuenta y trescientos cincuenta y uno, en mi opinión  queda clara que se debe entender como el  conjunto de elementos fácticos en los que se apoya la realidad o clase de delito, el grado de perfección del mismo, la participación concreta, las circunstancias agravantes sean genéricas o constitutivas del tipo, y todos aquellos datos de hecho de los que se ha de depender la específica responsabilidad penal que se imputa, sin embargo donde estriba la polémica es en la interpretación de cuando estos elementos deben ser considerados esenciales o no esenciales.

Conclusiones:

· Que la sentencia solo podrá versar sobre el hecho y las circunstancias que contiene la acusación, que han sido intimadas al acusado y por consiguiente sobre aquellos elementos de la imputación acerca de las cuales él ha tenido la oportunidad de ser oído, lo que implica vedar que el fallo se extienda a hechos o circunstancias no contenidas en el proceso, por lo que no se  puede de modo sorpresivo traer a su relación de hechos probado nada extraño a la calificación de la parte acusadora.

Pensamiento





Dedicatoria











 Agradecimientos





Índice





Resumen





Introducción





Capítulo  I





Capítulo  II





Capítulo  III





Capítulo IV





Conclusiones





Recomendaciones





  Bibliografía 








Anexos 








� De la Oliva Santos, Derecho Procesal Penal, pág. 37.


� Colectivo de Autores. Temas para el estudio del Derecho Procesal Penal. Primera Parte, Pág. 82


� Alicia González Navarro, Correlación Imputación, sentencia, pág. 102


� Alicia González Navarro, Correlación Imputación Sentencia, pág. 110


�Fenech Miguel, Derecho Procesal Penal, el objeto del proceso…cit. pág.480 Volumen I 


� Emilio Gómez Orbaneja y Vicente Herce Quemada, Derecho Procesal Penal. cit. pág. 347 Tomo I


� Extraído del Libro ¨ Los Principios del Proceso Penal ¨  Juan Mendoza Díaz pág.33


� Colectivo de Autores, Derecho Procesal Penal…cit. pág.185 Tomo II 


� Derecho Procesal Penal Alemán, Ernest Beling, cit pág.126


� Colectivo de Autores, Derecho Procesal Penal, cit. pág.94.


� Liu Der Begriff der Dertiert, cit. Pág.72. en igual sentido se pronuncia Carnelutti. Principio del Proceso Penal, Editorial Napoli 1960, pág.119.


� Alicia González Navarro, Correlación Imputación Sentencia, pág. 30


� Gómez Orbaneja, Comentarios…cit. pág.297 .


� Ibidem Pág. 301


� Liu Der Begriff, cit. pág.23 y 55.


� Liu Der Begriff, cit.  pág. 48


� Gómez Orbaneja, Comentarios…, cit. pág. 306  Tomo II


�Von Kries,Lhrbuch…cit.pág.570 


� Schwwinge¨Identitat der tat…¨cit.pág.215


�Gómez Orbaneja, Comentarios., cit.pp.306 y 307. Asencio Mellado, Principio acusatorio.          cit.pág78. 


� Cortés Domínguez, Derecho Procesal Penal; cit.pág.89.


�Asencio Mellado, Principio Acusatorio…cit.pp. 79 y 80.  


� Gómez Orbaneja, Comentarios…cit.pág.128


� Martínez Arrieta, Andrés, La nueva concepción jurisprudencial del Principio Acusatorio, Comares, Granada, 1994, pág.29


� Gimeno Sendra,¨El auto de procesamiento¨,cit.pág.311


�Asencio Mellado, Principio Acusatorio…cit,pág.160 


�De La Oliva, La conexión…cit.pág.25 


� Berlín Leipzig.Comentarios al Derecho Procesal Alemán.pág.106


� Vázquez Sotelo,¨El principio acusatorio…¨cit.,pág.404


� En el proceso penal alemán, la acusación adicional o Nachtragsanklage del § 266 de la StPO también será formulada oralmente. Sin embargo, como afirma ROXIN,  Strafverfahrensrecht, cit., p. 76, se trata solamente de una excepción  al principio general según el cual la acusación habrá de constar por escrito. 








� Artículos 74 y ss. del Nuovo Codice di Procedura Penale italiano y 71 y ss.  del Código de Processo penal portugués.


� Alicia González Navarro, Correlación, Imputación, Sentencia, pág 137


� Extraído de la ponencia, Correlación, Imputación, Sentencia, Licenciada Marilín Berthor.


� Extraído de la ponencia, Correlación, imputación, sentencia, Lic. Marilín Berthor.





